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Evaluación Ambiental Estratégica de la Política Ambiental para la 

Gestión Integral de Residuos o Desechos Peligrosos en Colombia 

 

 

Resumen  

 

 La presente investigación caracteriza el marco institucional de la política 

de residuos peligrosos (Respel) en Colombia, evalúa los avances realizados y 

propone ajustes para lograr gobernabilidad ambiental y sostenibilidad en su 

ejecución. La Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) permite el examen del 

proceso de toma de decisiones y el seguimiento programático de esta política.  

 

 Desde su publicación en 2005, la política de Respel ha logrado 

desarrollar importantes programas y nociones dentro de la gestión integral de 

residuos y la responsabilidad extendida del productor. El éxito de estos 

programas depende del compromiso de todos los actores sociales 

involucrados en esta problemática. El Estado como principal regulador debe 

continuar propendiendo para que la sociedad enfrente eficazmente la 

problemática ambiental de Respel.  

 

 La EAE evidencia contradicciones en la institucionalidad del país que 

pueden obstaculizar el progreso de esta política. Las recomendaciones de 

mejora de la política se concentran en los programas en curso y en los 

mecanismos para fortalecer la participación y aprendizaje social.  
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Strategic Environmental Assessment of Colombian Integrated 

Hazardous Waste Management Policy 

 

 

Abstract 

 

 This work presents the institutional framework of the Hazardous Waste 

Policy in Colombia. It assesses progress in this policy and puts forward 

adjustments needed to accomplish environmental governability and 

sustainability in its implementation. The Strategic Environmental Assessment –

SEA- methodology allows for a thorough analysis of the decision making 

process and the progress in its plans and programs.   

 

 Since its publication in 2005, the Hazardous Waste Policy has been 

developed through important programs within the framework of conceptions like 

integrated waste management and extender producer responsibility. The 

success of these programs still depends on the commitment and involvement 

of relevant actors. The State is the main regulating agent and must continue to 

advocate for better social management of the risks posed by hazardous waste. 

 

 The SEA shows contradictions within Colombian institutions that may 

hinder advancement of the objectives in this policy. The recommendations 

proposed center around the programs implemented and mechanisms to attain 

social participation and learning.  
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1. INTRODUCCIÓN 

 

 La problemática de los residuos peligrosos ha adquirido notoriedad en la 

agenda ambiental internacional desde hace más de dos décadas. En 

Colombia, las gestiones para lograr un control efectivo de los de los residuos 

peligrosos (en adelante Respel) solo han tomado prioridad en la última década. 

Las acciones estatales y los estudios académicos sobre el control de estos 

elementos se han centrado principalmente en temas técnicos y 

procedimentales. Este trabajo busca recalcar la importancia de la esfera 

política decisional relacionada con esta problemática y establecer un marco 

sistémico estructural (Jiliberto, 2009) necesario para entender la sostenibilidad 

y gobernabilidad de la sociedad colombiana, tomando como hoja de ruta el 

seguimiento de la Política Ambiental para la Gestión Ambiental de los 

Residuos o Desechos Peligrosos (denominada en lo sucesivo “política de 

Respel”) emitida por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 

en 2005, establecer las variables principales en la institucionalidad ambiental 

nacional para continuar con la implementación de esta política.   

 

 El análisis de las políticas públicas es fundamental en la configuración 

de una sociedad democrática, pluralista y participativa, ya que allí se define la 

efectividad y transparencia del accionar estatal (Subirats, 2008). El 

planteamiento mismo de una política ambiental implica reducción de la 

complejidad. El análisis y evaluación de las políticas públicas, en especial al 

tratar las problemáticas ambientales, enfrentan los desafíos inherentes a la 

complejidad de este campo de acción, a la disponibilidad de datos, a las 

escalas espaciotemporales, a las causalidades y elecciones en cada caso, así 

como la posición misma del evaluador (Crabbé y Leroy, 2008).  

 

Con el propósito de abordar la complejidad implícita en una política 

ambiental como la de los Respel, se emplea la Evaluación Ambiental 

Estratégica (EAE), una metodología amplía e incluyente que se aplica al 

análisis de políticas con el fin de brindar valores ambientales en decisiones 
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estratégicas (Jiliberto, 2009). La EAE, como se ampliará en el capítulo 4 

correspondiente a la metodología, asume de manera lógica los retos de la 

complejidad ambiental y de manera propositiva emite recomendaciones para 

su mejoramiento. El enfoque institucional analítico de la EAE, permite indagar 

a profundidad sobre el contexto sociopolítico en que se inserta una política 

como la de Respel: la capacidad estatal de manejar esta situación, actores 

involucrados, interrelaciones, mentalidades, riesgos y el potencial de mejora.  

 

 La revisión concomitante (Roth, 2007a) in itinere (Jiliberto y Bonilla, 

2009) o ex nunc (Crabbé y Leroy, 2008) de la política de Respel constituye un 

aporte al proceso de toma de decisiones (PTD) y a la comprensión sobre las 

dimensiones de esta problemática en Colombia. La revisión de la política de 

Respel pretende analizar el accionar de los poderes públicos y de la sociedad 

entorno a dicha política. Igualmente caracterizar el  modelo de desarrollo al 

que apuesta en Colombia, en el marco de esquemas de producción y consumo 

industriales.  

 

 Los aportes de este trabajo son del orden conceptual y metodológico al 

profundizar sobre la problemática nacional de los Respel, y en la aplicación de 

una metodología para el análisis de políticas públicas que de manera sintética 

evoluciona del campo de la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) hacia 

estudios políticos y culturales, como es el caso de la EAE. Igualmente, este 

trabajo tiene un interés práctico al hacer recomendaciones para el avance de 

la política de los Respel en Colombia.  

 

 La estructura de del documento se inicia en el Capítulo 2 con la 

definición de la problemática de los Respel, las políticas ambientales que 

regulan su manejo y la necesidad de analizarlas bajo una metodología como la 

EAE.  

 

 El marco conceptual en el Capítulo 3 plantea la importancia de las 

políticas ambientales como estructura analítica de una problemática ambiental. 
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En este capítulo se abordan las principales discusiones relacionadas con los 

Respel, su definición y antecedentes investigativos y legales en Colombia,. 

Finalmente, se definen las EAE y se muestran la variedad metodológica de 

estos instrumentos para aplicarlos a las políticas.  

 

 El Capítulo 4 describe y justifica la metodología de la EAE, 

estableciéndose cada paso que constituye la aplicación conceptual y práctica 

de la EAE.  

 

 La aplicación de la EAE a los Respel se lleva a cabo en el capítulo 5 a 

través de los componentes del análisis iinstitucional, participativo y de 

aprendizaje social.  

 

 Finalmente, el Capítulo 6 presenta el diagnóstico político-ambiental 

separando cada una de estas variables para mayor claridad, aunque se 

retroalimentan constantemente. El Capítulo 7 emite recomendaciones 

puntuales en los aspectos sistémico-estructurales identificados como 

prioritarios de la institucionalidad de la política de Respel.  
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2. PROBLEMÁTICA DE LOS RESPEL 

 

2.1 LOS RESIDUOS PELIGROSOS Y EL AMBIENTE 

 

 El término contaminación, o polución, implica contacto con un elemento 

que afecta de forma negativa, a un individuo, comunidad o entorno. Los seres 

vivos y ecosistemas, interaccionan siguiendo de manera natural principios en 

los que la energía tiende a degradarse y en ese proceso existe una constante 

renovación de materia y producción de desechos, ya que ningún  sistema vivo 

es 100% eficiente (Hill, 2010). La producción de residuos o desechos que no 

son fácilmente incorporados a los sistemas vivos se convierten en riesgos para 

su funcionamiento.      

 

 En las sociedades humanas, contaminar es una noción cultural y en 

cada comunidad no siempre se percibe un elemento o situación como 

contaminante. Las civilizaciones humanas son dependientes de las funciones 

ecosistémicas del entorno natural y requieren una gestión adecuada de los 

elementos contaminantes. Hay dos elementos culturales que definen el control 

de la contaminación: i) la gestión de residuos y ii) el manejo de sustancias 

peligrosas.   

 

 Desde las primeras culturas, el manejo de los residuos ha sido 

fundamental para el control ambiental, así lo constata el primer botadero o 

relleno sanitario en la capital minoica de Knossos hace 5000 años 

(UNEP/GRID-Arendal, 2006). El advenimiento de la revolución industrial trajo 

consigo la producción masiva de manufacturas y síntesis de sustancias nuevas 

en la naturaleza. Este patrón productivo, conjugado a la explosión demográfica 

del siglo XX y la concentración urbana, potenciaron los riesgos de 

contaminación. De hecho, la contaminación conlleva un aumento de la 

contaminación y el discurso desarrollista optó en las primeros centros 

productivos por el discurso de “desarrollarse ahora y limpiar después” 

(Panayotou y Faris, 2003). 
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 Pese a los reclamos de comunidades afectadas por la contaminación, el 

reconocimiento oficial de los riesgos de esta problemática ha surgido luego de 

catástrofes. Dramáticos eventos como la Gran Niebla en Londres de 1952 y los 

recurrentes incendios en los ríos del nordeste norteamericano producto de la 

contaminación química, condujeron a la toma de medidas de control ambiental 

por parte de las autoridades (Markham, 1994). La contaminación del río Rin 

también se tradujo en la conformación en 1950 de la Comisión Internacional 

para la Protección de Río Rin, ejemplo que la cooperación internacional es 

factor determinante en resolución de conflictos ambientales. Las sustancias y 

residuos peligrosos se dispersan y transportan a través de fronteras con 

relativa facilidad, por lo que los Estados han coordinado acciones preventivas y 

de control.  

 

 Catástrofes ambientales como Bhopal, Minamata, Seveso y Love Canal, 

resuenan cuando se buscan las motivaciones detrás de los adelantos 

normativos en la protección ambiental frente al tema de químicos y residuos 

peligrosos.  Los desechos o residuos peligrosos, genéricamente 

denominados Respel, se han constituido como prioritarios en la agenda pública 

de gestión de residuos y de sostenibilidad mundial (Millenium Ecosystem 

Assessment, 2005). La problemática de los Respel, lejos de verse paliada por 

los esfuerzos mundiales para su control, parece ir en aumento (Secretaría 

Ejecutiva del Convenio de Basilea, 2011).  

 

 Los residuos peligrosos también constituyen uno de los factores de 

deterioro ambiental y social en Colombia, y el Estado debe asumir 

compromisos puntuales sobre su control (Ahmed, Awe y Sánchez-Triana, 

2007). Se pueden mencionar los casos de contaminación como en 1989 en la 

Bahía de Cartagena afectada con Lorsban 4E por la empresa Dow Chemical 

(Castro, 2002) o el abandono de plaguicidas en Codazzi, Caracolito y El Copey 

desde finales del siglo pasado (Sánchez et al., 2006; Cárdenas, 2010).  
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Otros eventos más recientes que evidencian la seriedad de la problemática en 

Colombia son los lamentables casos de disposición ilegal de residuos 

(incluyendo residuos electrónicos con características peligrosas1) por parte de 

la misma Policía Nacional (El Tiempo, 2009) y el manejo inadecuado de 

Respel por Colmotores S.A., una de las principales empresas en Colombia, 

cerca a la ronda del río Tunjuelo en Bogotá (El Espectador, 2011). Estos 

incidentes son solo una muestra de la crítica situación que enfrenta el país 

entorno a una problemática que aunque regulada desde hace tres décadas, 

requirió un nuevo desarrollo normativo e institucional de protección ambiental. 

 

 En medio de la degradación ambiental, como es el caso de las 

afecciones causadas por los Respel, es necesario fortalecer el accionar estatal 

gracias al establecimiento del imperio de la ley ambiental (Fraga, 2003). Según 

Frickel y Davidson (2004), la capacidad del Estado para lograr una gestión 

sostenible radica en la primacía que se dé a la protección ambiental y a la 

conformación de una red capaz de manejar dichas problemáticas. Tal como 

Muller (2006) lo estima, solamente hasta que una problemática ambiental 

alcanza un umbral determinado, se convierte esta en un constructo social que 

amerita unos desarrollos regulatorios significativos, El Estado colombiano hace 

explicito a través de la política de Respel, que se requiere un marco 

institucional especifico que trascendiera lo establecido por ley previo a 2005. 

Este documento de política constituye el referente principal de la presente 

investigación en tanto emite lineamientos y metas puntuales frente al manejo 

de Respel en el país,  

 

La esfera ambiental es uno de los marcos analíticos más relevantes 

frente a la gobernanza (Roth, 2007a). Consecuentemente, el análisis y 

seguimiento de esta política de Respel constituye un mecanismo de 

                                                 

1 Debe hacerse claridad que los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE) aún no 
son per se tratados por la legislación colombiana como peligrosos, sin embargo por la profusión 
de componentes con características peligrosas que contienen, los programas de disposición de 
residuos eléctricos y electrónicos siguen en general los lineamientos de los Respel.  



 

24 

 

diagnóstico de la capacidad gubernativa del Estado colombiano y de la 

gobernabilidad. La complejidad de los procesos de planeación, formulación, 

ejecución y evaluación de políticas ambientales de largo plazo y con amplias 

escalas geográficas, necesitan metodologías flexibles capaces de enfrentar 

ese espectro analítico, mayores escalas regionales y sectoriales. Los procesos 

de formulación e implementación de las políticas públicas solo pueden 

entenderse considerando la configuración institucional de manera sistémica, su 

multiplicidad de actores políticos, administrativos, grupos de interés y 

comunitarios con diversas facultades, horizontes temporales e incentivos, 

variedad de ámbitos de interacción y de reglas de juego (Banco Interamericano 

de Desarrollo, 2006).   

 

Consciente de esta complejidad y de que la temática de los Respel es 

relativamente nueva en la institucionalidad colombiana, el Consejo Nacional 

Ambiental recomendó la realización adicional de evaluaciones sectoriales y 

evaluaciones ambientales estratégicas. (MAVDT, 2005), El estudio del avance 

y prospectiva de la política de Respel se aborda mediante la Evaluación 

Ambiental Estratégica –EAE-, marco analítico que integra la sostenibilidad en 

el análisis de políticas enfatizando la interacción entre las esferas ambientales, 

sociales y económicas (OCDE, 2007). Esta integración de factores técnicos 

relacionados con el ambiente y de elementos institucionales, hacen que la EAE 

sea apropiada para emprender una revisión de la implementación de una 

política pública. Esta herramienta permite dar cuenta de la racionalidad y 

procedimientos político-jurídicos en un contexto decisional complejo (Gómez, 

2009). La planeación y administración del control de los Respel por parte las 

instituciones colombianas se establecen como el campo de estudio sobre el 

cual se evaluará el accionar del Estado en la esfera ambiental. Con este 

trabajo, también se quiere apoyar el proceso de implementación de la política 

de Respel a través de un análisis crítico a sus parámetros y procesos. 

 

El análisis de la política de Respel busca dictaminar la robustez de dicha 

herramienta pública y a través de la estructura metodológica de la EAE 
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estudiar las relaciones de poder en el Estado colombiano, caracterizar en el 

entramado institucional subyacente y el accionar de los actores 

preponderantes en las dinámicas de los Respel. La EAE ofrece una base 

conceptual y metodológica para el diagnóstico de alternativas hacia el continuo 

mejoramiento de la implementación de políticas públicas. Si bien, la EAE 

propende por procesos consultivos y participativos amplios, al igual que por 

estudios técnicos detallados, esta investigación se concentra en el 

componente institucional propuesto por algunas metodologías de EAE (Ahmed 

y Sanchez-Triana, 2008, y Jiliberto y Bonilla, 2009) y quiere servir de puente 

para identificar los espacios donde se requieren mayores esfuerzos analíticos 

para avanzar en la comprensión y manejo de la problemática de Respel en el 

país.  

 

La problemática de los Respel y las acciones emprendidas por el Estado 

colombiano para enfrentar dicha contingencia demanda que se investigue cual 

ha sido el camino cursado y los desafíos existentes dentro de la política 

nacional ambiental de Respel. Este análisis igualmente da cuenta de la 

dimensión de este problema en Colombia, del accionar burocrático y de las 

interrelaciones societales de esta problemática ambiental. Esta investigación 

busca establecer también si la política de Respel, su planteamiento, ejecución 

y resultados contribuyen efectivamente con las metas del desarrollo sostenible 

planteadas en repetidas ocasiones en el mismo texto de la política y 

consecuentemente con las exigencias de gobernanza y gobernabilidad 

ambiental.  

 

Con el análisis y la evaluación realizados a través de la EAE se espera 

identificar fortalezas y debilidades de la efectividad gubernamental y la 

madurez consolidada y relativa de los actores de política para interactuar con 

el territorio y los contextos de su interés (López y Parra, 2010). Finalmente, 

teniendo en cuenta el carácter prospectivo de las recomendaciones de la EAE, 

que el presente estudio coincide con la evaluación oficial de la primera fase del 

Plan de Acción de la política de Respel  2006- 2010 y el inicio de su segunda 
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fase 2011 – 2014, cuyo plan de acción está incluido como meta en el Plan 

Nacional de Desarrollo (PND) “Prosperidad para Todos” (DNP. 2011), que la 

propuesta colombiana de discusión en la X Conferencia de las Partes del 

Convenio de Basilea que se realizará en el mes de Octubre en Cartagena de 

Indias donde es discutir la importancia de la prevención, la minimización y la 

recuperación de desechos, este estudio pretende servir de insumo para dichos 

procesos a través de los representantes gubernamentales y privados quienes 

solicitaron la socialización de la versión final de este documento.  
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3. MARCO CONCEPTUAL 

 

 El estudio de la política colombiana de Respel a través de la 

metodología de la EAE se adelanta teniendo en cuenta la relación multifactorial 

existente en la generación y control de Respel. En este capítulo se explorarán 

los conceptos conductores de esta investigación: política ambiental, residuo 

peligroso y evaluación ambiental estratégica. Cada uno de estos términos, 

merece una ampliación teórica y contextualización a la esfera colombiana. Los 

apartes sobre política ambiental se complementarán con dos referentes 

conceptuales básicos para abordar de manera estratégica, es decir con fines 

puntuales y determinantes, el estudio de la política de Respel.  

 

La definición técnica de los Respel se complementa con la descripción 

de los estudios que se han realizado sobre el tema de los Respel (Anexo 1) y 

del despliegue normativo que este tema ha tenido en la legislación colombiana 

(ver Anexo 2). Estas definiciones sirven para entender la complejidad de 

construir socialmente una problemática sobre la cual hay multiplicidad de 

conceptos y incertitud sobre su dimensión. 

 

El capítulo concluye con una visión de la evolución de la EAE, su 

aplicación en Colombia y las razones por las cuales este enfoque  constituye 

una apuesta metodológica apropiada para el análisis de la política pública de 

Respel. 

 .  

3.1 POLÍTICA AMBIENTAL  

 

 Una política pública es una serie de decisiones o actividades 

intencionalmente coherentes, adoptadas por diferentes actores públicos, y en 

ocasiones privados, con recursos, nexos institucionales e intereses, 

encaminados a resolver de manera puntual un problema colectivo (Knoepfel et 

al, 2007). Las políticas ambientales son el entramado de objetivos, principios, 

criterios y orientaciones adoptados para la protección del ambiente en una 
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sociedad. Estas políticas se implementan a través de diferentes instrumentos 

formales que impulsan nuevos procesos y tecnologías ambientales 

(Rodríguez, 2002). Roth (2007a) por su parte considera la política ambiental, 

como el conjunto de las relaciones —y la evolución de éstas en el transcurso 

del tiempo— entre las instituciones estatales y los recursos y las condiciones 

naturales. 

 

 Las políticas públicas reflejan las prioridades ambientales y constituyen 

el núcleo analítico para abordar la gobernabilidad y gobernanza ambiental en 

la esfera del Estado nacional, en el orden internacional y en las instituciones 

locales. Los instrumentos de las políticas públicos son del orden jurídico, 

administrativo, técnico, económico y social (Jaquenod de Zsögön, 2004). La 

problemáticas ambientales han dado cabida a enfoques de control de polución 

específicos. Knoepfel (2007)  indica que la política ambiental incluye todas las 

medidas gubernamentales dirigidas a 1) determinar el estado de la 

contaminación ambiental; 2) evaluar la relación entre la contaminación y el 

riesgo que significa para el bienestar de la población o de los ecosistemas; y 3) 

controlar las actividades contaminantes por medios de regulación, incentivos 

económicos y/o acuerdos contractuales colaborativos con grupos específicos. 

Estas medidas dependen del contexto existente, de los estándares de calidad 

previos y del entramado institucional. 

 

En Colombia, se puede hacer la distinción analítica entre dos tipos de 

políticas ambientales, implícitas y expliciticas (Rodríguez, 2002): 1) las 

tendencias generales del accionar ambiental del aparato estatal, de las clases 

dirigentes y de la sociedad en general. Dichos análisis se pueden ver en 

trabajos de Roth (2007a), Rodríguez (2008) y Mance (2008). Y 2) la acepción 

de “política ambiental” que se refiere a documentos concretos emitidos por las 

autoridades ambientales.  Estos documentos expresan una problemática y 

plantean unos lineamientos específicos que las autoridades y otros actores 

dentro de la sociedad deben asumir para avanzar en dichos ámbitos.  
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La política de Respel, se clasifica entre aquellos lineamientos de la 

agenda ambiental marrón (Rodríguez, 2002) y es sofisticada en su formulación 

en tanto contiene un detallado plan de acción delimitado en el tiempo con 

objetivos, metas, estrategias e indicadores en el corto, mediano y largo plazo. 

El plan de acción también propone estrategias puntuales del orden jurídico y 

técnico cuyo análisis es relevante.  Esta planificación servirá de hoja de ruta de 

la presente evaluación que por supuesto pretende aportar a la mejora continua 

de esta política.  

 

El Millenium Ecosystem Assessment (2005), iniciativa global de 

personal calificado en temáticas ambientales, reporta entre los motores 

principales de la problemática de residuos: i) entre los países en desarrollo, el 

crecimiento demográfico, la globalización, la falta de continuidad, recursos e 

integralidad en las políticas gubernamentales y la ignorancia de la población 

que la hace indiferente frente a las conexiones entre los residuos y las 

carencias  humanas, y ii) en las naciones industriales, el consumismo, la 

búsqueda del enriquecimiento, la tendencia a desechar todo, considerar el 

problema de los desechos como un tema de ingeniería y curiosamente, un 

sistema político estable. Estos motores deben asumirse como aquellas 

coyunturas sistémicas donde deben enfocarse los esfuerzos para acometer 

cambios positivos en torno a esta problemática. Colombia parece poseer 

muchas de las características de los dos tipos de regímenes, en tanto es 

tildada por algunos organismos como economía en transición (Edwards, 2001), 

lo cual irradia mayor complejidad al análisis de la política pública.   

 

Las fuentes consultadas para documentar la problemática y establecer 

el estado del arte sobre este tema, muestran que las políticas de control de 

Respel se enmarcan dentro de dos ejes sistémico-estructurales: sostenibilidad 

y regulación industrial. Estas variables pueden asumirse como los núcleos 

ideológicos (sistemas de creencias) desde los cuales se han desarrollado los 

debates en torno a los Respel y sobre los cuales se establecen las dinámicas 

de negociación entre los diferentes actores sociales.   
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3.1.1 Sostenibilidad. El concepto de sostenibilidad y su aplicación a la dupla 

de desarrollo sostenible no están exentos de ambigüedad (Berr, Harribey y 

Hugon, 2006, Escobar, 2007). No obstante, uno de los principales pilares 

desde los cuales se ha fundamentado el control ambiental, es este concepto 

de sostenibilidad que incluye factores como las afectaciones a la salud de la 

población por causa de la tolerancia a sustancias peligrosas y la disminución 

de las funciones ecosistémicas,  como la función de vertedero y pérdida de 

biodiversidad.  

 

La vida depende de los servicios ecosistémicos de asimilación de 

desechos y reciclaje (Daly & Farley, 2004). En el caso de emisiones de 

elementos como metales pesados y otros contaminantes peligrosos, no existe 

en la escala local capacidad de absorción suficiente ya que estas sustancias 

se encuentran generalmente dispersas en la naturaleza o son sintetizadas por 

el hombre y no tienen procesos de asimilación naturales. El riesgo se extiende 

durante periodos y en escalas aún inciertas. Este es el caso de Sustancias 

Agotadoras del Ozono (SAO) y los Contaminantes Orgánicos Persistentes 

(COP). La escala local y global de riesgo y afectación ambiental también se 

observa el incremento del comercio que transfiere en forma de insumos y 

productos terminados Respel en potencia, además del verídico tráfico de 

Respel. Estos son los casos de muchos productos como aparatos eléctricos y 

electrónicos, y por supuesto, mercancías tan comunes como los hidrocarburos. 

 

 El ambiente subyace toda capacidad de sustentación y desarrollo 

humano (Sen, 2009).  Los patrones de producción y consumo del mundo 

desarrollado constituyen una amenaza a la sustentabilidad planetaria por la 

intensificación en el uso de recursos y producción de desechos (Diamond, 

2008; Hill, 2010; Martinez Alier, 1992). Diamond y Hill señalan que las mayores 

causas de degradación ambiental son el crecimiento poblacional;  mayor 

afluencia y cambios en estándares de vida; así como el desarrollo de las 
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tecnologías modernas que han causado muchos de los problemas ambientales 

actuales.  

 

 Frente al tema de sustancias peligrosas, Daly & Farley (2004) exponen 

como el número de nuevos químicos crece, saturando la capacidad del 

ambiente como vertedero. La creciente producción de residuos y químicos 

peligrosos constituyen un límite al modelo de producción y crecimiento 

(Meadows, 1972; Leontief, 1977; Meadows,1992). Los riesgos en la salud de la 

población se incrementan por exposición e intoxicaciones a causa de Respel 

dispuestos irresponsablemente. Los efectos crónicos de la emisión de Respel 

también ha sido clasificada como vector de enfermedades como el cáncer 

(Davis, 2007).  

 

 La sostenibilidad implica que las comunidades tengan procesos 

participativos y de empoderamiento frente a las problemáticas que los rodean 

(Prats, 2006).  Los procesos de contaminación han conducido a presiones 

sobre la industria y el Estado por parte de comunidades afectadas para su 

regulación (Martínez Alier, 1992; Hobbs, 2003). Aunque la problemática de 

Respel es tan amplía que afecta a todo tipo de comunidades, se puede 

observar particular vulnerabilidad en comunidades carentes de recursos 

políticos y económicos. 

 

 La información y comunicación son un imperativo para que existan 

comunidades informadas, y participación activa ejerciendo el papel necesario 

para que las políticas públicas sirvan como catalizador para que los actores 

sociales resuelvan las problemáticas mediante aprendizaje continuo (Muller y 

Surel, 1998 en Roth, (2007a). La información y la participación como requisito 

para la sostenibilidad y en última instancia para la gobernabilidad (Subirats, 

2008) son de esta manera una las sinergias que se exploran a través de la 

EAE.  
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3.1.2 Regulación industrial. La principal variable que explica el porqué la 

sociedad y los gobiernos enfrentan los problemas relacionados con los Respel 

tiene que ver con los procesos industriales. Los Respel son principalmente 

resultado de las actividades industriales y anteriormente se conocían como 

residuos industriales peligrosos (Sakurai, 1984). La industria ha sido reticente 

al cambio y a la necesidad de intervención estatal frente a la amenaza que 

representan los residuos peligrosos (Hobbs, 2003). El Estado debe entonces 

regular estas actividades, de las cuales devenga recursos tributarios y 

políticos. Pero, dado que los Estados industriales mantienen nexos 

corporativos fuertes, siendo capturados (Ortegón, 2008) por los intereses de la 

industria y el comercio, los gobiernos han tendido a favorecer los intereses de 

estos sectores económicos por encima del ambiente (Ost, 1996; Jessop, 

2000).   

 

 Los efectos nocivos de la contaminación fueron el fundamento para que 

Coase, (1960) estableciera el concepto de externalidad negativa, en tanto los 

costos de una actividad no son asumidos por la parte que se beneficia, sino 

por los perjudicados. Este tipo de afectación es claramente visible con los 

residuos peligrosos cuando contaminan y causan problemas a la salud y al 

ambiente. En estos casos, son los afectados y en ocasiones el Estado, 

quienes asumen los costos de reparar los daños. Los controles que las 

autoridades toman para regular los Respel no han sido fácilmente aceptadas 

por los sectores industriales y su renuencia a conllevado a que el control de la 

producción de residuos peligrosos no sea restringido, limitando la acción 

estatal al control de estos (Hobbs, 2003). Esta limitación política deja en 

evidencia el contraprincipio capitalista de “el que contamina paga” es 

prevalente en la visión ambiental de los Estados modernos (Mesa, 2007). 

 

Corrientes como la ecología industrial, el desarrollo limpio y el 

ecodesarrollo han propugnado por formas de producción más cuidadosas con 

el ambiente, además que frente a un panorama de desacreditación por los 

efectos contaminantes de sus desechos y a la elevación de los costos de 
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materias primas, las industrias han optado por establecer estrategias de 

producción más limpia o PML. El discurso de minimización y aprovechamiento 

de residuos peligrosos hace parte de las estrategias de reducción de costos y 

eficiencia industrial, en especial cuando las reservas de las principales 

materias primas como metales e hidrocarburos están agotándose (Ayres, 

2001).  

 

 La producción industrial, al incrementar en escala, genera mayores 

residuos, incluyendo sustancias tóxicas y peligrosas (Urquidi y Nadal, 2007). 

La gestión de residuos peligrosos se convierte así en un sector económico 

dinámico, generando numerosos puestos de trabajo e ingresos significativos. 

Para ofrecer una aproximación a los volúmenes que se manejan, en Alemania 

se estima una producción anual de 11 millones de toneladas; en Francia de 9.6 

millones y en España 3.5 millones (División de Desarrollo Sostenible –DSD- de 

la Naciones Unidas, 2010). En Latinoamérica, México reporta una producción 

total de Respel, aproximada a 8 millones de toneladas. La producción de 

Respel en los Estados Unidos es del orden de 46,6 millones de toneladas. Los 

flujos internacionales de Respel tienen dimensiones importantes. Las 

importaciones de Respel son del orden de 2 millones de toneladas anuales en 

Alemania y 1 millón en Francia.  En Estados Unidos son del orden de 7 

millones de toneladas en importaciones y 7 en exportaciones (EPA, 2007).  

 

Los datos para Colombia se pueden constatar en el Anexo 3 que revisa 

los resultados del Registro de Generadores de Respel, pero se puede decir 

que se mueven en el rango de las 100.000 toneladas con tendencia 

ascendente. Sin embargo, en comparación con otros estudios (Anexo 1) y 

según el experto Dr. Oscar Suarez Medina (comunicación personal de 15 de 

junio de 2011), los resultados de estas primeras versiones del Registro distan 

de cálculos realizados con metodologías internacionalmente eficaces para 

lograr aproximaciones cercanas a los niveles reales de emisiones de Respel.  
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3.2 DEFINICIÓN DE RESPEL  

 

 El Respel como elemento conceptual no obedece simplemente a la 

definición técnica de sustancias con propiedades fisicoquímicas identificadas 

como peligrosas, sino que también se define a partir de la evolución de las 

normas formales e informales que la sociedad adopta para controlar dichas 

sustancias, A continuación se presentarán las definiciones técnicas, es 

especial la noción asumida por la legislación colombiana, además de mostrar 

la diversidad de conexiones dentro de la normativa nacional y algunas de las 

pocas investigaciones a gran escala que se han emprendido sobre el tema de 

Respel.  Es necesario entender que la caracterización de los Respel obedece 

tanto a parámetros técnicos como a las decisiones sociales de enmarcarlos y 

gestionarlos como tales. 

 

3.2.1 Definición técnica. El código CRETIP se utiliza para determinar las 

características que le dan la cualidad de peligrosa a una sustancia: C 

(corrosiva), (R) reactiva, (E) explosiva, (T) tóxica, (I) inflamable y/o (P) 

patológica. Hay varias listas de clasificación de Respel como las del  Convenio 

de Basilea, la Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos (EPA), la 

Comunidad Europea (CE) y la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económico (OCDE).  

 

 El Decreto 4741 de 2005 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 

Desarrollo Territorial (MAVDT) incorpora las listas de caracterización de 

Respel del Convenio de Basilea. La adopción de este convenio a finales de los 

ochenta en el marco de las Naciones Unidas busca controlar el movimiento 

transfronterizo de Respel. Este Convenio ha sido instrumental para proyectar 

internacionalmente la gestión integral de estas sustancias. Las definiciones del 

Decreto 4741 sobre residuos y residuos peligrosos son:  

 

“Residuo o desecho. Es cualquier objeto, material, sustancia, elemento 

o producto que se encuentra en estado sólido o semisólido, o es un 
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líquido o gas contenido en recipientes o depósitos, cuyo generador 

descarta, rechaza o entrega porque sus propiedades no permiten usarlo 

nuevamente en la actividad que lo generó o porque la legislación o la 

normatividad vigente así lo estipula. 

 

Residuo o desecho peligroso. Es aquel residuo o desecho que por 

sus características corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, 

inflamables, infecciosas o radiactivas puede causar riesgo o daño para 

la salud humana y el ambiente. Asimismo, se considera residuo o 

desecho peligroso los envases, empaques y embalajes que hayan 

estado en contacto con ellos”. 

 

 En la legislación colombiana, en general se hace uso indiferenciado de 

la terminología desecho y residuo. Aunque esta diferencia parece poco 

relevante, legalmente la generalización para desechos o residuos peligrosos, 

implica que aunque estos puedan llegar a reciclarse o revalorizarse, su 

potencial de contaminación permanece activo hasta que esto suceda y deben 

ser manejados como peligrosos  (MAVDT, 2007a).  

 

 La regulación de Respel incluye los residuos sólidos, líquidos y 

gaseosos, incluyendo residuos hospitalarios y nucleares. Los residuos 

hospitalarios, aunque son vigilados por el sector salud, reciben el mismo 

seguimiento y control por las autoridades ambientales y por el registro de 

Respel nacional. Los residuos nucleares son competencia directa del sector de 

minas y energía en cabeza de ese Ministerio y son reglamentados mediante la 

Resolución No. 180005 de enero 5 de 2010, y como tal no son objeto del 

presente estudio. 

 

3.2.2 Antecedentes normativos. La normativa relacionada con los Respel 

permite hacer un mapa de las prioridades ambientales, intereses y acciones 

reguladores por parte del Estado frente a los Respel. El Anexo 2 contiene un 

completo análisis de su evolución jurídica clasificada por las temáticas más 
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relevantes. Los antecedentes normativos sobre el control de Respel se pueden 

rastrear al menos desde el Código de Recursos Naturales (Decreto 2811 de 

1974), y se extienden en diferentes sectores regulados, así como diferentes 

autoridades. La Ley 9 de 1979 (Código Sanitario) y la Resolución 2309 de 

1986 del Ministerio de Salud, contienen lineamientos puntuales para la 

regulación de los llamados residuos especiales. 

 

 La regulación de la disposición de residuos sólidos y el control de 

vertimientos en aguas son temas transversales cuya reglamentación contiene 

capítulos específicos para la prevención y manejo de sustancias peligrosas. 

 

 La evolución normativa ha seguido las pautas internacionales 

registradas en convenios y en los foros relacionados, en particular Basilea y 

las cumbres globales ambientales como la de Río de Janeiro de 1992.  

 

 El Decreto 4741 de 2005 reúne el corpus regulatorio en el cual se 

estipulan las medidas para implementar la política de Respel.  La Ley 1252 de 

2008 recoge la mayoría de avances normativos y deja sentada la prohibición 

taxativa de introducir Respel a Colombia. Esta prohibición había estado en una 

especie de limbo jurídico desde la aprobación del Convenio de Basilea y la 

entrada en vigor de la Resolución 189 de 1994 del MAVDT. Solamente se 

permite la exportación para su disposición final cuando el país no cuente con 

capacidad de gestión. Se respetan de esta manera los principios de 

precaución y de autogestión.  

 

 La regulación a través del licenciamiento ambiental incluye sectores 

generadores de Respel. Sin embargo, los procesos de flexibilización de esta 

normatividad, por ejemplo en el Decreto 2820 de 2010, han excluido 

importantes sectores como la exploración minera y la industria de manufactura 

metálica (Toro et al., 2010), pero mantiene el requerimiento de tramitar licencia 

ambiental para la industria de manejo y disposición ambiental de Respel.  
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 La normativa ha formalizado los protocolos de muestreo y análisis de 

Respel. Asimismo, se han reglamentado mecanismos muy relevantes de 

control ambiental como los planes de gestión integral de Respel, el Registro 

para generadores de Respel y los planes de manejo postconsumo de 

productos con características de peligrosidad.  

 

 Las políticas ambientales son lineamientos para la gestión pública y han 

promovido el desarrollo de actividades en busca de la prevención y control de 

los Respel. En particular se destacan la  Política Nacional de Producción Más 

Limpia de 1997 y la Política para la Gestión Integral de Residuos Sólidos de 

1998. En 2010, se expidió en Colombia la Política Nacional de Producción y 

Consumo Sostenible.  

 

3.2.3 Estudios sobre Respel en Colombia. Los estudios más antiguos 

encontrados sobre el tema de residuos peligrosos corresponden a finales de 

los años ochenta. Este periodo corresponde al comienzo del abordaje de esta 

problemática en el país. La fecha de los estudios concuerda con algunos de 

los desarrollos normativos anteriores, en tanto fueron resultado de estas 

normas o sirvieron como soporte técnico para su redacción. Los estimados 

varían en sus cifras, aunque puede destacarse que el gobierno aceptaba cifras 

las cifras más conservadoras de producción de Respel del orden de 540 

toneladas diarias correspondientes los principales corredores industriales 

(Consejo Nacional Ambiental, 1998).  

 

 Debe mencionarse que los estudios de medición a escalas geográficas 

significativas solo se han realizado con estimaciones y extrapolaciones de 

datos. Según el experto Oscar Suarez, Consultor de la Naciones Unidas para 

el programa Enfoque Estratégico para el Manejo de Productos Químicos a 

Nivel internacional (SAICM por sus siglas en inglés), profesor de la Universidad 

Nacional de Colombia, quién estuvo al frente de varios de los estudios 

referenciados en el Anexo 1, la medición directa de las emisiones, descargas y 

manejo de Respel solo puede realizarse con una infraestructura nacional como 
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el registro implementado con la política de Respel (con las posibles falencias 

que deben enfrentar tales dispositivos institucionales). Pero los cálculos que 

resultaron de los estudios mediante metodologías de volúmenes de materias, 

arrojan cifras muy superiores a los primeros registros en el IDEAM sobre 

generadores de Respel (para un análisis del Registro ver Anexo 3).  

 

 El Anexo 1 contiene un resumen de los principales estudios sobre 

Respel realizados sobre los cuales se pueden establecer las siguientes 

generalidades.  

 

- La regulación en la generación y manejo de Respel era deficiente a 

finales de los años 80 e incluso a comienzos del siglo XXI.  

- La generación de Respel se concentra en los grandes corredores 

industriales. 

- Las metodologías de estudio se fundamentan en cálculos con base en 

las encuestas manufactureras y estudios de materias primas utilizadas.  

- Los estudios en su mayoría se realizaron para ciudades como Bogotá 

con cifras superiores a las 60.000 t/año.  

- Los cálculos nacionales son extrapolaciones de las investigaciones 

locales y arrojan cifras superiores a las 300.000 t/año, excepto el 

estudio del DNP en 1991 con cifras muy inferiores (Vargas, 1992). 

- Los sectores de la industria química y metálica son los principales 

generadores de Respel, después de la producción de hidrocarburos.  

- Los controles de contaminación ambiental implementados en la 

industrial son fuente importante de Respel (HIMTECH/ERM-

Lahmeyer/Ambiental Consultores, 1999).  

 

3.3 ANÁLISIS DE LA POLÍTICA DE RESPEL MEDIANTE LA EAE 

 

 El análisis de políticas públicas remite a una multiplicidad de enfoques y 

métodos de análisis empírico cuya finalidad común es describir, explicar, 

evaluar o recomendar acciones frente a estas políticas (Manheim y Rich, 
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1986).  En general, los esquemas analíticos integran el estudio de actores y 

agendas, y exigen tener en cuenta los niveles estratégicos, programáticos y 

operativos de la política (Ortegón, 2008). Las políticas, planes,  programas y 

proyectos son la materialización de estos niveles y la evaluación de los 

impactos, resultado de su implementación, es uno de los  principales productos 

de los análisis de políticas públicas.  

 

 Si bien las políticas ambientales responden y se ejecutan bajo una gran 

variedad de perspectivas (Rodríguez y Espinosa, 2002), se elige la EAE como 

estructura procedimental de análisis en tanto asume conjuntamente la toma de 

decisiones políticas y el análisis de impactos ambientales de la implementación 

de dichas decisiones. La EAE asume el reto de integrar la sostenibilidad 

ambiental en los procesos político-administrativos, no solo para apoyar los 

procesos decisionales, sino para la concreción de nuevos marcos 

conceptuales de análisis político.  

 

La EAE ha adquirido relevancia a nivel gubernativo hasta el punto que 

era un objetivo en los planes nacionales de desarrollo 2002-2006 y 2006-2010. 

El MAVDT ha realizado diferentes actividades con el propósito de difundir esta 

metodología. Y hay que tomar en cuenta que la EAE fue una recomendación 

del Consejo Nacional Ambiental en su revisión de la política de Respel. No 

obstante, hay que tener en cuenta que la EAE es una metodología 

relativamente reciente y que las dificultades materiales de obtener datos 

suficientes para evaluar impactos de las políticas, planes y programas (PPP), 

ha conducido a replantear los alcances de la EAE y generar diagnósticos 

relacionados con la “identificación y consideración de la dimensión, efectos y 

consecuencias ambientales de PPP o de otras decisiones de alto nivel” 

(Sadlery y Dalal-Clayton, 2005 citado por Jiliberto (2009).  

 

La EAE es así un mecanismo que ha evolucionado para incluir las 

dimensiones sociopolíticas propias de la apreciación de los procesos de tomas 

de decisiones, y que trasciende el sesgo cuantitativo que según Roth (2007b) 
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esta presente en las explosión de enfoques analíticos impulsados por los 

organismos multilaterales para dar cabida a nociones de índole teórico y 

epistemológico. Igualmente, la EAE al realizar una fundamentación teórica y 

una revisión práctica de los principios y acciones en la implementación de la 

política de Respel, permite una inmersión en el discurso y la retorica (Roth, 

2010) de esta nueva realidad del ambiente en Colombia.  

 

3.3.1 Evolución de la EAE. La Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) surge 

como respuesta a los problemas que ha enfrentado la EIA, erigiéndose como 

un estándar analítico más amplío, especialmente para estadios de toma de 

decisión en políticas, planes y programas. La EAE es una metodología que 

adopta enfoques multidisciplinarios para abordar el entramado de decisiones y 

conflictos sobre el ambiente y centra su objeto de estudio en los procesos 

decisionales e institucionales relacionados con las políticas, planes y 

programas.  

 

 La EIA inicialmente preveía la necesidad de realizar análisis a políticas, 

planes y programas (PPP) y jugar un papel decisivo en la definición de los 

mismos. Sin embargo, en la práctica la EIA se ha concentrado en el estudio de 

proyectos puntuales (Oñate et al, 2002; Toro, 2009), perdiendo la oportunidad 

de servir como un instrumento planificador de aquellas decisiones que afectan 

escalas geográficas o sectoriales mayores.  

 

 A finales de los años ochentas, la Comisión Mundial sobre Medio 

Ambiente y Desarrollo (Comisión Brundtland) enunció la necesidad de que las 

naciones coordinaran y evaluaran las consecuencias de sus PPP sobre el 

ambiente, y articularan el accionar de sus administraciones para su protección 

(ONU, 1987). Un hito en la consolidación de la EAE es el Convenio de la 

Comisión Económica para Europa de la ONU sobre Evaluación del Impacto 

Ambiental en un contexto transfronterizo o Convenio de Espoo de 1994, el cual 

dispuso que “las Partes tratarán de aplicar los principios de la evaluación del 

impacto medioambiental a sus políticas, planes y programas”. La Comunidad 
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Europea, en la Directiva 2001/42/CE, exigió una evaluación ambiental para 

planes y programas de agricultura, silvicultura, pesca, energía, industria, 

transporte, gestión de residuos, gestión de recursos hídricos, 

telecomunicaciones, turismo, y ordenación del territorio.  

 

 La EAE como metodología exhaustiva para el análisis de PPP, incluye 

en general las etapas resumidas en la figura 1 elaborada específicamente con 

la perspectivas del análisis de políticas.  

 

 

Figura 1. Esquema general de la EAE 

 

 

 

   

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia con base en Oñate et al, 2002 y Caratti et al, 2006. 

 

 

 La EAE incorpora y transversaliza criterios de sostenibilidad en la toma 

de decisiones políticas e investiga los procesos institucionales insertos en el 

“ciclo político” (Ver Figura 2).  Lo estratégico se refiera al alto nivel de 

abstracción, a los aspectos clave o críticos con posibilidades de repercutir 

sobre espacios amplios, largo plazo y capacidad de desencadenar nuevos 

procesos (Gómez O., 2007). 
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Figura 2.  Integración del ambiente en el ciclo político con la EAE 

 

 

 

 

 
Fuente: Partidario & Clark, 2000 

 La EAE cualifica el proceso de toma de decisiones (PTD) de las 

diferentes etapas del ciclo político con el fin de destacar y mejorar su 

coherencia mediante la integración de información ambiental y no ambiental 

(Caratti et al, 2006), estableciendo el marco institucional donde los valores y 

capacidades responden a vectores históricos y los mecanismos de gestión 

involucran estructuras administrativas, mandatos legislativos, ámbitos de 

aplicación y asignaciones presupuestales (Jiliberto y Bonilla, 2009). En este 

contexto la identificación de las ventanas de decisión son decisivas para 

establecer los ámbitos y oportunidades de influenciar el PTD. Las estrategias 

de comunicación y de aprendizaje social son prácticas culturales que la EAE 

busca mejorar para que la política pueda desarrollarse efectivamente y aportar 

impactos positivos en la gobernabilidad y sostenibilidad frente a los Respel. 

 

 La EAE está concebida principalmente para aplicarse por los actores y grupos 

cercanos a la toma de decisiones políticas. Se plantea también que la EAE no 

solo es una herramienta para analizar un producto, sino una forma de apoyo a 

un proceso (Jiliberto, 2009). Este tipo de metodologías permiten incluir 

perspectivas complejas en la evaluación de políticas, en especial una política 

ambiental como la de los Respel que está aún en proceso de revisión. Existen 

algunos ejemplos internacionales de evaluación de políticas de residuos 

mediante la EAE, los cuales merecen ser tenidos en cuenta para observar el 
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detalle técnico y al mismo tiempo la aproximación institucional a la 

problemática de residuos y de Respel en particular. Hay ejemplos sobre 

planeación de políticas y programas de residuos en España (Departamento de 

Medio Ambiente, Planificación Territorial, Agricultura y Pesca de Gobierno 

Vasco, 2003) y el Reino Unido (Scott Wilson Ltd., 2010), si bien ambos casos 

tratan parcialmente los Respel, el ejercicio de la Agencia de Protección del 

Ambiente de Irlanda (2007) presenta un desarrollo de una EAE que integra el 

componente técnico con los requerimientos normativos.  

 

3.3.2 La EAE en Colombia. Los mecanismos de evaluación ambiental en 

Colombia han seguido el curso de la EIA, principalmente mediante el 

licenciamiento ambiental. La EAE aparece en el documento Visión Colombia II 

Centenario 2019 del Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2007a) 

como meta institucional para incorporar consideraciones ambientales en los 

procesos sectoriales. El Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010 prioriza la 

EAE en sectores como obras de infraestructura, transporte, proyectos minero-

energéticos, turismo, y en el tema de salud ambiental (DNP. 2007b).  

 

  En Colombia se han realizado EAE para temas como combustibles 

líquidos, biocombustibles, sectoriales como el sector minero en Bogotá, y 

adicionalmente, se han impulsado evaluaciones estratégicas ambientales de 

diferentes programas agrícolas (MRE, 2009).  

 

  En el tema de salud ambiental, se han adelantado estudios de EAE con 

relación a contaminación hídrica y atmosférica. El documento Conpes 3550 

(DNP, 2008), recoge estas evaluaciones, y emite lineamientos para la 

formulación de la política integral de salud ambiental con énfasis en los 

componentes de calidad de aire, calidad de agua y seguridad química.  

 

     

 

 



 

44 

 

 

 

 



 

45 

 

4.  METODOLOGÍA PARA LA EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA 

DE LA POLÍTICA DE RESPEL EN COLOMBIA 

    
 Aunque la problemática de los Respel puede rastrearse a los inicios 

mismos de la sociedad industrial, la comprensión de esta problemática y la 

apropiación de este discurso por las comunidades son recientes y las 

posibilidades de verdaderos procesos de negociación y diálogo para enfrentar 

esta problemática aún son muy restringidas. Esto obedece a la naturaleza 

técnica del tema, y a las disparidades de poder existentes entre los actores. 

 

 La realización de la EAE, como se ha mencionado anteriormente, 

obedece a la búsqueda de integrar una modalidad de análisis de políticas 

públicas que alberga dimensiones sociopolíticas y al mimo tiempo se sustenta 

en la búsqueda de efectos ambientales. La política de Respel permite esta 

simbiosis en tanto es un indicador amplio del manejo ambiental en la sociedad 

colombiana. Las herramientas y hallazgos de la EAE permiten una integración 

de diferentes formulas de análisis de políticas públicas tales como el análisis 

institucional, las comunidades de política y el análisis discursivo, por 

mencionar algunas (Roth, 2010).  

 

 En general se consideran los siguientes criterios para la realización de 

una EAE: 1) la incidencia de las consideraciones ambientales sobre la 

promoción del desarrollo sostenible; 2) el grado en que la iniciativa propuesta 

establece un marco para proyectos y otras actividades; 3) el grado en el cual la 

iniciativa propuesta influye en otras iniciativas independientemente de su 

jerarquía; y 3) la relación entre problemas ambientales significativos existentes 

y la iniciativa propuesta (DNP, 2004). Como se mostrará más adelante en la 

revisión de los objetivos de la política, todas estas condiciones se cumplen con 

las diferentes iniciativas comprehendidas dentro de la política de Respel.   

 

 Este trabajo hace una revisión de la política de Respel en vigor 

formalmente desde 2005, y parte de la metodología de la EAE como estructura 
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para definir criterios de evaluación del funcionamiento de dicha política, y para 

emitir recomendaciones en su seguimiento. La EAE como enfoque adaptativo 

y proactivo indaga si efectivamente se ha hecho un esfuerzo de integración de 

los imperativos ambientales en la elaboración e implementación de una 

política, y en los resultados conseguidos (Gómez O., 2007). Considerando la 

dimensión y escala de evaluar una política nacional y de largo plazo, el 

enfoque de este análisis se concentrará en las implicaciones estratégicas de 

los planes y programas propuestos y en los conflictos que se evidencian en su 

implementación.  

 

 La concepción de la EAE abarca diferentes metodologías que se deben 

adaptar a los contextos sociopolíticos en los cuales se pretende confrontar 

alternativas de desarrollo con preceptos ambientales sostenibles. La EAE se 

vale de un conjunto de aproximaciones teórico-prácticas de las cuales se 

pueden mencionar algunas como: prospectiva, evaluación del ciclo de vida, 

análisis input-output, análisis de riesgo (químicos y accidentes), ruta de 

impacto, evaluación de impacto ecológico, análisis multicriterio, revisión de 

objetivos ambientales, valoración económica y encuestas (Finnveden et al, 

2003). Para políticas, sin embargo, la EAE puede ser más descriptiva, 

cualitativa y en cierta medida distante en su valoración de la realidad política 

(Scott-Brown, 2008); estos atributos son una fortaleza en términos del debate 

político, en especial en temas ambientales que aún deben enfrentarse a 

barreras sociales importantes.  

 

 Oñate et al, (2002) indican que el análisis de políticas mediante la EAE 

permite un alto grado de flexibilidad, procurando por la revisión de objetivos, 

costos, beneficios y realizando recomendaciones sobre el seguimiento de 

dicha política. Teniendo en cuenta que el análisis que se realiza en esta 

investigación se lleva a cabo cuando la política de Respel aún se implementa y 

no cuenta por el momento evaluación oficial, el tipo de EAE elegida para la 

política de Respel tiene como objetivo principal exponer los elementos críticos 

en la institucionalidad colombiana que determinaran el curso que seguirá este 
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importante lineamiento de control político ambiental. Por institucionalidad se 

entiende el estudio de variables que estructuran la arena de acción de la 

política de Respel: participantes, posiciones, estrategias, controles, 

información, costes y beneficios (López y Parra, 2010). Igualmente, se adopta 

como componente de análisis de la gobernabilidad, la capacidad de la política 

de Respel de contribuir a la construcción de los principios de robustez y 

consolidación de un sistema de administración ambiental. La capacidad de 

estatal se ausculta a través de la EAE en busca de las nociones de eficiencia y 

eficacia que rigen la capacidad institucional de implementación de las políticas 

públicas (Sabatier y Mazmanian citados en Roth, 2007a). La eficacia y la 

eficiencia, primordiales en la evaluación de una política pública ambiental 

(Vega, 2005), se definen como el grado de idoneidad de la norma jurídica y el 

grado de cumplimiento (Centro Andino para la Economía en el Medio Ambiente 

– CAEMA, 2005) evidenciados en los diferentes ámbitos que se analizarán en 

la política de Respel. 

 

 Para la problemática de los Respel se considera que la definición 

conceptual, la medición de parámetros técnicos, de barreras institucionales e 

incentivos existentes para el desarrollo de políticas de reducción de residuos, 

son variables prioritarias (Andrews, 1991). Otras variable que se revisará en el 

marco de los Respel es el conocimiento, como factor clave de evolución de la 

política ambiental y de la sociedad; conocimiento sobre la problemática, la 

implementación de la política pública y sobre la concepción de sostenibilidad. 

La definición del marco ambiental estratégico es el aspecto primordial para 

definir patrones estructurales de las instituciones en Colombia y realizar los 

diagnósticos políticos y ambientales esperados sobre la política (Jiliberto y 

Bonilla, 2009). Este marco se construye a través del análisis teórico y 

documental expuesto en los capítulos de la introducción,  en la problemática y 

en el marco conceptual. Posteriormente, se divide el trabajo en tres pilares que 

constituyen las piezas claves para realizar la identificación de ventanas de 

decisión y diagnóstico político-ambiental correspondiente: componente 

analítico institucional, enfoque participativo y aprendizaje social (Ahmed & 
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Sánchez-Triana, 2008).  

 

 El componente analítico institucional se elabora de acuerdo a los 

siguientes criterios: i) actores implicados, ii) proceso de planificación, iii) 

principios y objetivos ambientales de la política. El análisis parte del cuerpo 

documental recolectado el cual se compone de registros de prensa, fuentes 

oficiales y documentos teóricos. Adicionalmente, para la caracterización de 

diferentes actores relacionados con la toma de decisiones, el acatamiento de 

la normativa y el análisis de los Respel. Se realizaron consultas (correos 

electrónicos)  y entrevistas en profundidad con los representantes de las 

autoridades ambientales, del sector privado y de la academia sobre aspectos 

puntuales de la política de Respel identificados como prioritarios. Mediante la 

conjunción de estas herramientas, se hace posteriormente un seguimiento 

detallado del Plan de Acción de la política de Respel, en tanto que allí se 

establecen las prioridades gubernamentales sobre esta problemática. Entre las 

directrices más importantes de la política de Respel se encuentra la exigencia 

a las autoridades ambientales de elaborar un plan de gestión regional de 

residuos peligrosos. Sobre este ítem, se consultarán algunos planes 

representativos para hacer un análisis comparativo de la utilidad de estas 

herramientas y su relación con el avance de la política nacional. Otro 

instrumento que merece ser revisado en detalle es el Registro de Generadores 

de Respel, el cual se revisará en un anexo independiente, y del cual se 

discutirá su funcionamiento y  significado en medio de la política de Respel. 

 

 Los componentes programáticos permiten observar en la práctica el 

marco institucional y el potencial de participación y aprendizaje social. Los 

objetivos de la política se concretan en estrategias específicas que con el 

tiempo permitirán observar cuantitativamente el nivel de progreso de cada 

indicador. Con el objeto de indagar sobre las implicaciones en términos 

relacionales de cada una de estas estrategias, se solicitaron y estudiaron 

posteriormente diferentes planes regionales de gestión integral de Respel 
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haciendo un análisis comparativo sobre el despliegue e implementación de la 

política a nivel nacional.   

 

El componente participativo identifica las posibilidades de injerencia de 

los actores en los procesos de toma de decisiones, en particular aquellos más 

vulnerables. Este componente permite insertar la discusión de la política 

Respel en términos de democracia participativa y de posibilidades de 

injerencia de los diferentes actores en las ventanas de decisión ambiental.  

 

 Las posibilidades de aprendizaje social se estudian en nuevos 

instrumentos regulatorios y en las estrategias de la política, y desarrollo de 

canales de comunicación y dialogo para discutir riesgos, conflictos y 

alternativas frente a los Respel. Se muestra así, el potencial social para 

apropiarse y maniobrar dentro del discurso y realidades de los Respel.  

 

La integración del marco institucional de la política de Respel, junto con 

las perspectivas de participación y aprendizaje social, son la base para 

determinar la sostenibilidad y gobernabilidad de las decisiones del Estado 

colombiano y las respuestas sociales frente a este tema. Los resultados y 

conglusiones de estos análisis presentan las fortalezas y vulnerabilidades de la 

política de Respel para responder a los desafíos que presenta esta 

problemática.  

 

Este esquema metodológico cumple  los requerimientos para analizar el 

patrón cíclico de las políticas públicas, partiendo desde una contextualización 

global de la problemática, la descripción de circunstancias específicas en 

Colombia y un diagnóstico que permite abordar prospectivamente la política de 

Respel. Así como este trabajo coteja la estructura de la EAE con los esquemas 

de análisis de las políticas públicas, los productos de esta EAE se escrutarán 

bajo este mismo rasero.  
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El siguiente esquema (Figura 3) muestra gráficamente la estructura 

planteada anteriormente para la realización de la EAE en el curso de la 

presente investigación. El esquema parte de la elaboración del marco 

ambiental estratégico que contextualiza la problemática y permite abordar el 

análisis per se de la política. Seguidamente se realiza el corpus analítico de la 

política según el esquema propuesto mediante el marco institucional, el 

componente participativo y el componente de  aprendizaje social. A partir de 

cada uno de estos análisis se definirán cuales son las ventanas de decisión 

más relevantes y los impactos en el ambiente que merecen ser tenidos en 

cuenta para emitir el diagnóstico político y ambiental, así como para las 

recomendaciones. 

 
Figura 3. Esquema propuesto para la EAE de la política de Respel 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia con base a la estructura propuesta por Ahmed y Sanchez-Triana, 2008, y Jiliberto y 

Bonilla, 2009)  
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5. EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA DE LA POLÍTICA DE LOS 

RESPEL EN COLOMBIA 

 

 Teniendo como antecedentes y marco ambiental estratégico el contexto 

presentado en los capítulos anteriores, la EAE se desarrolla a continuación 

estableciendo los componentes esbozados por  Ahmed y Sanchez (2008).   

i) Marco institucional,  

ii) Participación   

iii) Aprendizaje social.  

 

5.1 MARCO INSTITUCIONAL 

 

 El análisis del marco institucional tiene como objeto identificar las 

dinámicas del entorno social de la política de Respel y el funcionamiento del 

ambiente sectorial relacionado (Jiliberto, 2009). Esta etapa sirve para revelar 

las potencialidades, barreras y alternativas existentes frente al manejo político 

de la problemática de Respel. El componente analítico institucional a su vez se 

subdivide en i) el mapa de actores implicados, ii) análisis de la planificación a 

través del PTD, y iii) la crítica de los contenidos de la política mediante la 

revisión de sus objetivos y avances programáticos. 

 

5.1.1 Mapa de actores. La estructuración del mapa de actores en la EAE es 

un mecanismo para escrutar el entramado de poder, ideologías y posibilidades 

de interacción en el desarrollo de una política. El control de los Respel es una 

visión transversal que busca comprometer a los diferentes actores sociales con 

una mejor gestión ambiental.  

 

Aunque las tipologías para la clasificación de actores son variadas, los 

actores seleccionados en el presente estudio se agrupan bajo la noción de 

actores colectivos entre los cuales se encontrarán tanto actores nominales 

como actores colectivos propiamente organizados (García Sánchez citada en 

Vargas, 2009). La clasificación de actores entre Estado, sector privado y 
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sociedad civil, obedece a una definición de gobernanza para el desarrollo 

sostenible adoptada por instituciones como la Organización de Naciones 

Unidas y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 

(Dalal-Clayton y Bass, 2002), reflejando así una especie de consenso sobre la 

interdependencia entre estos actores. Rodríguez (2002) También hace esta 

caracterización entre actores estatales  Por supuesto, cada uno de estos 

sectores está compuesto de otros subsectores que serán mencionados en la 

medida que representen una posición estratégica o valiosa para la 

configuración sostenible de la política de Respel.  

 

Los actores internacionales ejercen también una influencia cada vez 

mayor en las decisiones del Estado. Estos actores serán estudiados en tanto 

sean agrupaciones multilaterales como Estado, como sector privado en el caso 

de las compañías transnacionales, y como sociedad civil en el caso de las 

organizaciones no gubernamentales internacionales. 

  

5.1.1.1 El Estado. El principal actor colectivo que debe mencionarse es el 

Estado colombiano, cuya actuación normativa puede seguirse en detalle en el 

Anexo 2, y cuyas instituciones ambientales han seguido en general los 

lineamientos ambientales de la comunidad internacional; institucionalidad que 

también ha sido estructurada de acuerdo a recomendaciones externas (Mance, 

2008). Gracias a la labor de las agrupaciones que lograron instaurar avances 

normativos como el Código de Recursos Naturales y luego, con los 

movimientos que se vincularon a la redacción de la constitución  de 1991, se 

lograron infundir valores de protección del ambiente y derechos de goce del 

mismo para los ciudadanos colombiano. La institucionalidad ambiental logró 

posicionarse en el país después de la cumbre de Rio de Janeiro en 1992, 

creándose el Ministerio de Ambiente en 1994. Este impulso formal logró que el 

la administración pública respondiera con agendas ambientales internas.  

 

 La capacidad institucional y su compromiso con los imperativos 

ambientales han tenido altos y bajos en el último siglo, oponiendo grupos con 



 

53 

 

sistemas de creencias contradictorias, desde posturas conservacionistas, otros 

impulsores de la producción industrial irrestricta y aquellos nuevos defensores 

del cambio sostenible. No obstante, el Estado colombiano siempre ha sido 

cuidadoso de acatar las iniciativas internacionales en temas ambientales en 

tanto le confieren legitimidad de interacción en esa esfera (Roth, 2007a).  

 

Los regímenes de los convenios internacionales tienen requerimientos 

de reportar cifras acerca de Respel en términos de inventarios, movimientos, 

disposición, etc.,Esto significa que el Estado debe tener registros y medidas 

claras sobre el manejo de estos elementos. Además de los instrumentos de la 

ONU, otros foros requieren el reporte de estas variables de gestión ambiental, 

como en el caso de la OCDE, organismo al que Colombia busca adherir (El 

Espectador, 14 de agosto de 2010). La apertura de mercados internacionales 

figura así vinculada a la agenda ambiental de los cuadros administrativos 

latinoamericanos, especialmente cuando el cumplimiento de estándares y 

compromisos ambientales internacionales es requisito para acceder a 

preferencias comerciales (MAVDT, 2006).  

 

El MAVDT coordinó la formulación y es el encargado de rendir cuenta 

de la implementación de la política de Respel. Es la Dirección de Desarrollo 

Sectorial Sostenible la encargada, a través de su Grupo de Residuos 

Peligrosos, la encargada de la coordinación. Según la Ingeniera Leydy Suarez 

del Grupo de Residuos Peligrosos del MAVDT (Comunicación personal el 17 

de septiembre de 2010) El proceso de formulación de la política de Respel se 

adelantó en el marco de los procesos de implementación del Convenio de 

Basilea y de las dinámicas internacionales relacionadas con la negociación de 

otros instrumentos multilaterales. El MAVDT contrató en 2003 una consultoría 

para la elaboración de lineamientos o bases ambientales de la política para la 

gestión integral de residuos peligrosos y su implementación (FUNDES & 

CECODES, 2003). Allí se enuncian que solamente en los últimos 20 años, los 

Respel hacen parte de las prioridades en la agenda internacional. Se enfatiza 
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la falta de conocimiento sobre diferentes aspectos relacionados con Respel y 

la poca capacidad frente a la magnitud de producción estimada.  

 

 En 2004 se realizaron talleres con diferentes actores del sector 

industrial, empresas gestoras de residuos, laboratorios y académicos para 

lograr una caracterización de la situación existente en ese momento. En 2005, 

desde este grupo de la Dirección de Desarrollo Sectorial Sostenible se apoyó 

técnicamente la formulación de la política de Respel, el Decreto 4741 de 2005, 

así como los planes, programas y proyectos subsecuentes. Para la formulación 

del plan de acción de la política de Respel, e noviembre de 2005 se realizó un 

taller de concertación con diferentes actores entre los cuales se incluyen 

algunas autoridades ambientales, representantes de la industria 

(principalmente de la Asociación Nacional de Empresarios de Colombia – 

ANDI), representantes de la academia y del organizaciones de la sociedad 

civil.  

 

 La anterior descripción corresponde a la accionar del ejecutivo en 

cabeza de su autoridad ambiental. A pesar de la muestra de endurecimiento 

de la normatividad interna con el decreto mencionado, la posición 

gubernamental sobre el control de Respel era ambigua en los que concierne al 

ingreso al país de estos elementos. En 2005, el MAVDT decidió permitir la 

importación de Respel, siempre y cuando en Colombia existiese la tecnología 

para disponerlos adecuadamente. Surgió una polémica frente a la licencia de 

importación de baterías usadas expedida a la compañía MAC S.A., 

perteneciente a la familia de un Ministro del gobierno de turno de entonces. 

Esta licencia luego tuvo que ser modificada y eliminada la autorización de 

importación, por la entrada en vigor de la Ley 1252 de 2008 que tajantemente 

prohíbe la introducción al país de residuos peligrosos.  

 

 El conflicto se dirimió años luego con la Ley 1252 de 2008, cuyo 

proyecto de ley fue presentado por los partidos MIRA, Liberal y Cambio 

Radical. En su debate legislativo se expusieron las dos tendencias principales 



 

55 

 

sobre control de Respel: i) prohibición de importación y ii) permiso de ingreso 

con destino a su aprovechamiento. Una que resalta la vulnerabilidad 

institucional de Colombia para el correcto manejo de los Respel, además de 

los actores internacionales que pretenden exportar sus residuos a países con 

menor regulación ambiental. Por el otro lado, se expuso que gracias a la 

tecnología, el país podría beneficiarse de ser un gestor internacional de 

Respel, nuevo campo de emprendimiento empresarial. El texto de la Ley 

finalmente dejó expresa la prohibición, lo cual muestra que en las cámaras 

legislativas existe la preocupación sobre el control, por encima de los 

potenciales réditos y promesas de la tecnología. Los partidos políticos Polo 

Democrático Alternativo y MIRA (en oposición a la coalición gubernamental) 

mantuvieron el principio de precaución que prevaleció en la redacción final del 

más reciente compendio normativo sobre Respel.  

 

 La gestión ambiental en Colombia depende en gran medida de las 

autoridades ambientales regionales, en tanto el control ambiental del territorio 

esta descentralizado. Su gestión presenta avances en el control de la 

contaminación industrial (Canal y Rodríguez, 2008), aunque también existen 

cuestionamientos sobre su nivel de planeación y desempeño institucional 

(Villate, 2006). La agenda verde, entendida como la gestión del recurso 

natural, tiende a imponerse sobre la agenda gris o marrón que incluye dentro 

de la gestión urbana e industrial, el control de materiales peligrosos. Aún así, 

esta agenda gris ha logrado avances gracias a la exigencia de tasas 

retributivas, licenciamiento ambiental, convenios de Producción más limpia y 

planes de manejo ambiental (Rudas, 2008, Rodríguez, 2011). 

 

 La normatividad sobre Respel ha dado a las autoridades ambientales 

nuevos poderes y mecanismos de control sobre la actividad productiva. Sin 

embargo, pese a este panorama positivo que se analiza en el presente 

documento, las cifras nacionales son aún preocupantes. El porcentaje de 

municipios con acceso a sitios adecuados para disposición final de residuos 

sólidos en 2009 fue de 76% y el cumplimiento de los compromisos de los 
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Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos –PGIRS-  fue solamente del 

44% (MAVDT, 2010). Lo anterior es un indicio que pese a la estructura 

normativa, la realidad de la gestión presenta debilidades palpables.  Los 

hallazgos de sitios de disposición ilegal de Respel, incluso por parte de 

organizaciones estatales es muestra de la crítica situación de esta 

problemática. 

 

Como lo mencionan Canal y Rodríguez (2008). El estado ha establecido 

estrategias de prevención, minimización y valorización de residuos a través de 

alianza público-privadas, en especial en algunos corredores industriales y 

grandes ciudades del país. Este participación mixta ha dado impulso a 

importantes iniciativas que se revisarán en el siguiente aparte sobre el sector 

privado. En Bogotá existe la Mesa Distrital de Residuos Peligrosos la cual ha 

servido como escenario de discusión de los proyectos que la Secretaría de 

Ambiente del Distrito realiza. Sin embargo, según el experto Oscar Suarez  

uno de los factores críticos de estos foros es la difícil coordinación entre las 

entidades participantes. El Ingeniero Leonardo Tellez, coordinador de Respel 

en la Secretaria de Ambiente de Bogotá (Comunicación personal el   de 2011), 

reitera que la estructura estatal separa el control de residuos ordinarios de los 

Respel, creando una disyuntiva entre los sanitario y lo ambiental, cuando 

deberían integrarse dando prioridad al control ambiental que incluye el tema 

sanitario.  

 

La caracterización anterior del sector público describe brevemente la 

historia de la política de Respel dentro del Estado colombiano y presenta 

algunas coyunturas críticas que enfrenta esta política en el contexto de la 

administración pública nacional. Pese al declive en las obligaciones y 

prioridades ambientales del Estado Colombiano (Rodríguez, 2007), algunos 

casos como el de la política de Respel parecen haber mantenido cierta 

coherencia en el marco de los principios de sostenibilidad comprometidos. 

Aunque no son directamente producto de la política de Respel, la acción 

estatal ha cumplido la función de catalizador de mejoras ambientales al 
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requerir la constitución de un Departamento de Gestión Ambiental al interior de 

las empresas (Decreto 1299 de 2008, MAVDT), la obligación del Registro 

Único Ambiental (Resolución 0941 de 2009, MAVDT), mediante el nuevo 

régimen sancionatorio ambiental y el Registro de Infractores Ambientales (Ley 

1333 de 2009), prometen ser mecanismos efectivos de protección ambiental, 

siempre y cuando reciban el impulso y acogimiento necesario.  

 

5.1.1.2 El Sector privado. Si bien al Estado le compete regular las actividades 

productivas, la responsabilidad de la contaminación ambiental no recae 

exclusivamente en la industria generadora, especialmente cuando la 

legislación y control previos son deficientes (Zapata, 2006). Evidentemente el 

sector privado comprehende una variedad de actores con diferentes 

capacidades y recursos de poder. De hecho la interacción misma con el sector 

estatal parece difusa en ocasiones. Sin embargo es necesario diferenciar este 

segmento social ya que la industria ha sido históricamente el principal emisor 

de residuos peligrosos. En Colombia este sector se caracteriza por ser un 

contaminador sin regulación apropiada debido a la estructura proteccionista del 

Estado (Buitrón y Moreno, citado por Campuzano, Camacho y Álvarez, 2005).  

 

Pese a la desindustrialización por décadas de apertura comercial, el 

sector industrial colombiano aún es uno de los principales renglones del 

Producto Interno Bruto. Y aunque el sector de servicios adquiere cada vez 

mayor ponderación dentro de la actividad económica, la industria 

manufacturera, el sector agrícola y la minería, representan casi un tercio de la 

contabilidad productiva del país (Banco de la República, 2007). Estos sectores 

generan buena parte de los Respel. Igualmente el Estado emite Respel en 

industrias de la generación y distribución de energía, producción de 

hidrocarburos, y empresas como la Industria Militar. 

 

 El censo general de 2005 indica que las micro, pequeñas y medianas 

empresas representan la principal fuente de empleo del país, el mayor número 

de establecimientos y casi la mitad de la producción manufacturera (DNP, 
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2007). Esta división sectorial es relevante en la medida que la menor 

disponibilidad de recursos y dispersión de las pequeñas industrias, dificultan la 

puesta en marcha de sistemas de manejo adecuado de residuos y su control. 

Los grandes establecimientos industriales cuentan con recursos e incentivos 

para llevar un manejo adecuado de materias primas y residuos. Las 

economías de escala en la grande industria permiten mayor agregación de los 

procesos productivos, planeación y en consecuencia, reducción de costos.  

 

 El sector privado se ha vinculado dinámicamente en los controles 

relacionados con los Respel con iniciativas público privadas el Centro Nacional 

de Producción Más Limpia (CNPML) en Medellín y el Programa Acercar de la 

Cámara de Comercio de Bogotá. Existen organizaciones privadas que 

promueven la responsabilidad social empresarial (RSE) como CECODES y 

Responsabilidad Integral, las cuales incluyen indicadores de gestión como el 

control de vertimientos y residuos.  

 

 Los estudios sobre generación de Respel en Colombia (Anexo 1) 

indican que los sectores de hidrocarburos, industria química, farmacéutica y 

metalurgia, son los mayores generadores de Respel. Estos resultados 

concuerdan parcialmente con los datos suministrados por el registro de los 

generadores de Respel que se revisará en el Anexo 3, adicionando que el 

sector salud que no aparecía en los estudios específicos sobre Respel por 

considerarse de otra competencia. Estos datos indican que la generación de 

Respel está distribuida en muchos sectores industriales y su regulación implica 

tanto a la gran industria como a los pequeños productores. Sin embargo,  

puede inferirse de los resultados preliminares del Registro sobre generadores 

de Respel, que el sector de hidrocarburos y carbonífero, además del sector 

salud y la industria relacionada con la metalurgia, son los principales emisores 

de Respel.  

 

 La exploración y explotación minero-energética en Colombia se han 

incrementado en los últimos años, y existe allí un riesgo potencial para la 
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disposición de Respel y la expansión de pasivos ambientales por tratarse del 

sector de mayor generación de Respel. La explotación ilegal de minerales 

también es fuente de Respel y aunque el Estado ha incentivado programas de 

PML, en especial con el uso de mercurio, en explotaciones precarias de 

minería (MRE, 2009), las afectaciones al ambiente por este tipo de actividades 

siguen muy al orden del día como lo constatan los reportes de prensa 

constantemente.  

 

 Las empresas que ofrecen servicios de gestión integral de Respel han 

recibido un impulso importante por los controles estatales y los programas 

voluntarios. Este sector cuenta con exenciones tributarias por inversiones en 

capital fijo para mejor desempeño ambiental. Se constata que las políticas 

ambientales fuertes crean oportunidades económicas significativas (Mance, 

2008). El sector privado ha podido servirse de estrategias logísticas 

innovadoras para organizar la recolección de desechos y reutilización en su 

cadena productiva. Dos casos muy representativos son las mayores empresas 

de baterías de automóviles como MAC S.A. y la iniciativa de recolección de 

aceites usados. Sin embargo es de recalcar que la Contraloría General de la 

República (2010) ha advertido sobre falencias en la disposición de elementos 

peligrosos como aceites en jurisdicciones alejadas de los principales centros 

de acopio.  

 

Aunque, la regulación de los Respel ha abierto espacios para la industria de 

gestión ambiental, todavía no hay la capacidad técnica para manejar todos los 

Respel dentro del país, por lo cual es necesaria la exportación de algunos de 

ellos (Consulta con la empresa LITO S.A. noviembre 17 de 2010 ). Teniendo 

en cuenta el reducido número de sitios de tratamiento y disposición final de 

Respel, persisten las condiciones para que se presenten acciones irregulares 

en estos procesos. Tal como se observa en el último informe del IDEAM sobre 

Respel (2011), prevalece la problemática en la medida en que los generadores 

reportan mecanismos de disposición final no identificados en la norma, ergo 
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irregulares, además de aquellos que aún no se acoplan a las medidas, lo cual 

constituye una potencial amenaza que debe confrontarse inmediatamente. 

 

 Dado que la prestación del servicio de recolección y transporte, por no 

hablar del tratamiento y disposición final, son del orden privado, existen 

preocupaciones en la prestación del servicio en diferentes sectores como el 

transporte de residuos hospitalarios por la proliferación de empresas y vacíos 

en la responsabilidad contractual de cada actor en la cadena de disposición 

(Díaz & Rincón, 2010). Esta preocupación sobre los transportes de Respel fue 

constatada por el Ingeniero Leonardo Tellez de la SDA. Lo mismo puede 

decirse de los sitios para disposición final que por su escasez y elevados 

costos logísticos, significan una barrera de acceso a diferentes actores con 

menores recursos. El tema de tratamiento y revalorización es un nodo crítico 

de carácter técnico, así como de riesgos implícitos en la medida que los 

métodos y las compañías prestadoras de este servicio se rigen por el régimen 

de licenciamiento ambiental, con las falencias procedimentales descritas por 

Toro (2009) 

 

Las capacidades de los diferentes segmentos y tipos de industria para 

acatar la estricta normativa son variables. Casos antes mencionados de 

empresas capaces dar un manejo integral e incluso de beneficiarse con 

operaciones de comercio internacional de estos residuos, difieren de 

escenarios de informalidad para la recuperación de estos mismos 

subproductos y residuos peligrosos con serias consecuencias para la salud y 

el ambiente. El caso de las baterías de plomo es muestra de este tipo de 

asimetrías. Otro caso es el de los curtidores de cuero que según estudios de la 

Universidad Nacional de Colombia (2008), tienen dificultades en la 

reconversión productiva, especialmente aquellos con menores recursos. La 

elaboración de un Plan para la gestión integral de Respel es obligatorio para 

todo generador, grande, mediano o pequeño. La elaboración de dicho Plan 

requiere de recursos intelectuales y técnicos suficientes; recursos que no son 

siempre disponibles para todas las empresas, pese a las capacitaciones y 
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asesorías de las autoridades. Según Tania Santos, investigadora del proyecto 

en el que participa la Universidad Nacional de Colombia sobre las curtiembres 

y parte del equipo que elaboró los informes en 2008 antes citados, la 

determinación de los volúmenes de Respel para ingresar al registro del 

IDEAM, así como el requerimiento de contar con un plan de gestión integral de 

Respel es una labor compleja que no todos los actores pueden cumplir.  

 

Se puede colegir que el tema de los Respel presenta muchas de las 

características contradictorias que se observan en la civilización industrial 

contemporánea (Max-Neef, 1993) en tanto el sector privado se encuentra en el 

centro del debate; la industria es la principal generadora de Respel y como en 

los casos documentados, es la gran industria, transnacional en muchos casos, 

la que representa mayores riesgos. Sin embargo, esta industria también es la 

fuente de algunos de los primeros cambios tecnológicos conducentes al mejor 

manejo de estos contaminantes (Sanchez y Opaluch, 1996, citados en 

Blackman et al. 2006). La implementación de la política de Respel ha 

incentivado la participación de empresas y asociaciones privadas vinculadas a 

mejores prácticas empresariales de manejo de residuos, así como trabajos de 

consultoría tanto para el sector privado como para el mismo sector público, 

quienes requieren de asesoría en esta materia, también de entidades privadas 

y públicas. (Gómez, 2003) La mediana y pequeña industria mediante estos 

procesos encuentra mecanismos de adaptarse y competir, pero los 

requerimientos en términos de conocimiento, logística y financiación son 

considerables por lo que esta problemática debe considerarse con cuidado 

para estos actores vulnerables. 

  

5.1.1.3 La Sociedad civil. La definición de sociedad civil depende de la 

perspectiva desde donde se adopta (Chambers y Kymlicka, 2002). En esta 

investigación, se adopta una visión  de la sociedad civil que agrupa a 

comunidades no cooptadas por el poder político del Estado o el poder 

económico de la industria. No se definen organizaciones necesariamente 

organizadas estratégicamente o grupos de presión (Vargas, 2009) en el tema 
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de los Respel, y simplemente se describen los grupos más visibles dentro de la 

problemática. Debe resaltarse que en Colombia la participación de la 

comunidad en las problemáticas ambientales no es factor determinante en las 

decisiones de política (Panayotou y Faris, 2003) aunque existen algunos 

procesos de resistencia  y defensa ambiental muy puntuales. 

 

 La respuesta de la sociedad civil frente a los Respel  ha sido puntual en 

casos de evidente peligro como la introducción de residuos tóxicos al país en 

1994 desde Croacia (El Tiempo, 1994). Fundepúblico y Greenpeace fueron 

clave en advertir la desarticulación de las autoridades ambientales nacionales 

en el control. La movilización ciudadana ante la incineración de toneladas de 

plaguicidas obsoletos organoclorados en la planta de la cementera Holcim en 

el municipio de Nobsa, Boyacá, significó que las autoridades nacionales 

optaran por exportar estos residuos peligrosos para su gestión adecuada en 

Alemania (Red de Desarrollo Sostenible de Colombia, 2005). 

 

  La actuación de la sociedad civil en un tema técnico y en general 

conectado a los sectores industriales, como son los Respel, es relativamente 

marginal y según el Ingeniero Oscar Suarez quién participó en la concertación 

de los planes de devolución posconsumo, la capacidad de discusión técnica de 

los representantes de la sociedad civil en las consultas es baja (Comunicación 

personal el 15 de junio de 2011). Existen organizaciones privadas como el 

Consejo Colombiano de Seguridad y su Centro de información de Seguridad 

sobre Productos Químicos, cuyo énfasis es informar a la sociedad sobre los 

riesgos implícitos en el manejo de sustancias peligrosas. Dado que la mayoría 

de usuarios se encuentran en el sector privado, estas organizaciones tienden a 

centrarse en servicios relacionados directa o indirectamente con el sector 

privado. Agrupaciones de pequeños comerciantes como la Fundación Coraje, 

se han beneficiado con know-how de las capacitaciones y las oportunidades 

de acceder a mejores prácticas mediante las redes de gestión en los eventos 

acerca de Respel. 
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Hay otros temas puntuales en los que la sociedad civil tiene una 

participación más activa, como en el tema de plaguicidas, donde sus efectos 

han sido documentados desde hace décadas. Según Andrea López Arias, 

Química Industrial y funcionaria del Grupo de Residuos Peligrosos del MAVDT 

(Comunicación personal el 15 de julio de 2011), RAPALMIRA ha sido una de 

las pocas organizaciones ambientalistas que se han visibilizado en el proceso 

de implementación de la política de Respel. Sobre este tema, el inventario de 

Plaguicidas COP en Colombia indica que las existencias dispersas en el país 

de plaguicidas COP y tierras contaminadas constituyen un peligro para la 

población pero por los elevados costos de manejo, aún no han sido eliminados 

(MAVDT, 2006). La población afectada, en general no cuenta con el poder 

político para enfrentar estos problemas.  

 

 La sociedad civil es el principal afectado por los procesos de generación 

de Respel, ya sea directamente por problemas de salud pública o por el 

deterioro de las funciones ecosistémicas circundantes. Dentro del documento 

CONPES 3550 (DNP, 2008) de Salud Ambiental, se señala que no existen 

estudios epidemiológicos de la relación que las sustancias químicas peligrosas 

tienen en la salud de la población. La exposición a la cual se ven expuestas las 

poblaciones puede provenir de diferentes fuentes, siendo la contaminación de 

las fuentes de agua una de las más reconocidas. El MAVDT (2007b) obtuvo un 

acercamiento teórico sobre los costos sociales de las exposiciones a COP a 

través de una consultoría conjunta con el Centro de Proyectos para el 

Desarrollo y el Subcentro de seguridad social y riesgos profesionales de la 

Pontificia Universidad Javeriana. Este tipo de acercamientos pueden servir 

para replicarse en otras corrientes de Respel.  

 

Existen algunos estudios sobre la problemática asociada a los Respel, 

en especial en sectores como el de curtiembres y por supuesto el de la 

industria petrolera, que indican las fuertes cargas contaminantes emitidas. Las 

intoxicaciones por plaguicidas es un caso documentado de los daños a la 

salud y al ambiente que causan los Respel. Sin embargo la contaminación a 



 

64 

 

gran escala que fluye desde los centros urbano industriales (principales 

generadores de Respel) no cuenta con diagnósticos claros. En cauces 

menores cercanos a fuentes de polución como Bogotá, se presentan cargas 

elevadas de contaminantes peligrosos, con el agravante que el agua riega 

cultivos alimentarios (Páez, 2009). Estos factores aumentan la vulnerabilidad 

de poblaciones que habitan cerca a cauces de ríos contaminados. Sin 

embargo, mediciones más amplias en ríos colombianos como el Magdalena y 

el Cauca, indican que los niveles de contaminantes peligrosos como 

hidrocarburos, fenoles y metales pesados, están dentro de los límites legales 

(IDEAM, 2007). Otro estudio localizado en un municipio de Cundinamarca 

indica que aunque la población está expuesta a contaminación producto de 

Respel, los niveles de contaminación en la población no superaban límites 

nacionales, pero que su afectación sanitaria no puede ser desestimada por 

estas dosis pequeñas (Combariza, 2010).  Lo anterior muestra que dada la 

amplitud de la problemática de Respel y su diversidad en términos técnicos, 

aún no existen estudios de las afectaciones de Respel en escalas nacionales y 

no pueden desestimarse los efectos a largo plazo y en escalas regionales más 

amplias, teniendo en cuenta que algunos de los Respel tienen la característica 

de ser compuestos bioacumulables que causan daños después de largos 

periodos de exposición.  

 

 En algunos casos puntuales, los problemas de emisiones atmosféricas y 

vertimientos relacionados con los Respel han movilizado a la ciudadanía. La 

instalación de hornos de incineración en Bogotá causó la oposición de 

organizaciones comunitarias de las zonas aledañas a estos emplazamientos. 

Igualmente, los vertimientos de lixiviados por parte del relleno sanitario Doña 

Juana han sido objeto de denuncias ciudadanas contra la operación de dicho 

relleno. Observando las falencias de los sistemas de disposición de residuos 

en el país (MAVDT, 2010) estos problemas pueden seguramente presentarse 

en zonas más alejadas y con menos regulación.  
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 Aunque la gestión integral de los Respel garantiza el mínimo impacto 

sobre el ambiente, siempre existen impactos directos o indirectos que la 

sociedad debe sopesar. La participación de la sociedad civil es el eslabón para 

que la sostenibilidad tanto ambiental como en términos de gobernabilidad se 

alcance en el largo plazo. La política de Respel abre espacios importantes de 

participación que serán descritos más adelante como los planes de devolución 

de productos de consumo masivo en donde la población tendrá mecanismos 

para identificar peligros inherentes a productos de uso frecuente y reaccionar 

frente a estas dinámicas. Estos mecanismos son importantes en tanto la 

sociedad civil tiende a estar desconectada y apática a los temas de control de 

políticas públicas (Ortegón, 2008)  

 

La población es un emisor de Respel de manera constante en sus 

residuos ordinarios. Sin embargo, aún permanece sin definir el control de 

Respel domésticos, sobre los que no hay legislación particular.  Este último 

tema es crucial para entender la dimensión que tiene el problema de los 

Respel, pues en los residuos domésticos se encuentran todo tipo de productos  

que dependiendo de su composición fisicoquímica presentan características 

peligrosas. Estos elementos pueden ser limpiadores, productos de belleza, 

betunes y otro tipo de químicos de uso común en los hogares (Millenium 

Ecosystem Assessment, 2005). En Colombia, el reciclaje es una estrategia que 

viene desarrollándose desde la política de residuos sólidos a finales del siglo 

pasado. La industria emplea el reciclaje como estrategia de revalorización de 

recursos. Sin embargo, pese a las medidas de minimización de residuos 

implementadas para sectores domiciliarios, el cubrimiento del servicio público 

de reciclaje es pobre y queda en manos de recicladores informales. Esto 

además de ineficiente, es denigrante para aquellos que prestan una labor tan 

beneficiosa para la sociedad y el ambiente. Estas fallas de gestión ambiental, 

también vistas en el cumplimiento de PGIRS, son evidencias del deficiente 

desempeño en búsqueda de la sostenibilidad que ofrece el Estado y la 

sociedad en su conjunto. 

 



 

66 

 

La caracterización de actores y su relación con la política de Respel se 

retomar al revisar cada uno de sus componentes programáticos. Entre tanto, 

se mostrarán a continuación las dinámicas de estos actores en los procesos de 

toma de decisión ambiental relacionados a los Respel, en particular en lo que 

respecta a la política y su implementación.  

 

5.1.2 Proceso de Toma de decisiones. La explicación de los PTD son de 

particular importancia para comprender los contextos referenciales de las 

instituciones y de las organizaciones. En esta sección se describirá 

brevemente el entorno decisional de la política de Respel y luego después del 

análisis de su implementación, se procederá a identificar las principales 

ventanas de decisión en las que la se debe concentrar el análisis de la política 

de Respel y la EAE.  

 

Como se explicó en la caracterización del actor genérico “Estado”, la 

política de Respel surge en el marco de un proceso de globalización de ideas y 

compromisos internacionales frente a sustancias químicas peligrosas. El 

entramado discursivo y logístico de estos escenarios y las dinámicas 

resultantes en la arena local, a pesar del debilitamiento de la institucionalidad 

colombiana ambiental durante la primera mitad de la primera década del siglo 

XXI, significó que el tema de Respel adquiriera un carácter técnico y jurídico 

importante. Los diagnósticos realizados, pese a no contar el país con sistemas 

de información sobre Respel, mostraban la gravedad de la situación  en 

términos del rezago  y la falta de capacidades administrativas y de la sociedad 

en su conjunto para atender esta problemática. Diversos documentos como el 

realizado por FUNDES – CECODES (2004) y en especial la Evaluación de la 

capacidad institucional e infraestructura disponible y evaluación del marco 

regulatorio para la gestión de COP en Colombia realizada por el CAEMA 

(2005) establecen aspectos críticos en la institucionalidad colombiana en 

términos de redes de monitoreo, recursos humanos, barreras jurisdiccionales 

en la administración y falta de integralidad en las políticas de desarrollo 

económico.   
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En medio de un diagnóstico crítico, la política de Respel adopta el 

enfoque normativo regulatorio fuerte y al mismo tiempo propende por buscar la 

incentivar otras acciones de acompañamiento a los actores para que se 

avance enfrentar esta situación.  La decisión de asignar la responsabilidad y 

costos de la reducción de la contaminación al sector privado, corresponde con 

los principios adoptados por diferentes legislaciones internacionales y por las 

directrices del Convenio de Basilea. El principio del que contamina paga es el 

primer rector de la posición del Estado. El Estado colombiano asume así una 

figura regulatoria y el sector privado es el encargado de cumplir parte de las 

metas de la política.  

 

Se observa que los foros internacionales han sido uno de los escenarios 

principales para definir las prioridades y estrategias administrativas que los 

gobiernos implementan. La discusión sobre los residuos peligrosos ha estado 

presente en las grandes cumbres globales ambientales: Estocolmo en 1972, 

Rio de Janeiro en 1992 y Johannesburgo en 2002. El Reporte Brundtland 

(1987) menciona la magnitud de esta problemática en un mundo cuya 

actividad industrial está en aumento. La Agenda 21 (1992) hace 

recomendaciones extensivas en su capítulo 20 sobre esta materia. La agenda 

internacional de Respel, encabezada por los convenios de Basilea, Estocolmo, 

Rotterdam, Viena y su protocolo de Montreal, constituyen los principales 

centros de decisiones sobre Respel. Las Políticas de Producción Más Limpia 

(PML) y la de gestión de residuos sólidos también abrieron espacios para las 

decisiones sobre Respel. Recientemente la política de consumo sostenible 

tendrá efectos sobre el avance del control de Respel.  

 

 El avance normativo obedece tanto a iniciativas gubernamentales como 

parlamentarias en las que se observa diversidad de posiciones. La impronta 

internacional es decisiva en formar a los cuadros administrativos mediante 

diferentes oportunidades de capacitación e intercambio de conocimientos en 

temas de interés de la agenda ambiental. Estos foros sirven para mostrar las 
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experiencias internacionales exitosas en gestión ambiental, y en el caso de la 

política de Respel, los ordenamientos de otros países han sido tenidos en 

cuenta para la estructuración de los programas colombianos. En el caso del 

requerimiento de los planes de gestión integral exigidos a AA y empresas, se 

observaron los casos de España y Chile (Comunicación personal con Andrea 

López del Grupo de Respel del MAVDT, 22 de julio de 2011) y en el caso del 

registro de generadores de Respel, los casos de Argentina y de México son 

modelos similares al implementado en Colombia (IDEAM, 2011).  

 

Los grupos de la sociedad civil (ONG, organizaciones comunitarias, 

academia) no han tenido la suficiente participación en este tema, aunque su 

apoyo siempre ha propendido por enfoques de precaución. Los sectores 

industriales han expresado su oposición a las medidas, en tanto los altos 

costos de gestión apropiada de los Respel les impacta directamente. 

Asimismo, las exigencias de control les obliga a mantener registros 

consolidados y eventualmente a mostrar mejoras en su desempeño ambiental. 

 

Otros actores empresariales han encontrado oportunidades de negocio 

en el manejo integral de estos elementos. Este nuevo nicho de negocio obtiene 

beneficios por el mercado que abren las exigencias normativas. Sin embargo, 

para algunas corrientes de Respel aún no existe capacidad instalada local para 

su gestión integral lo cual obliga a la exportación con los altos costos que esto 

representa sea para el sector público o privado. Las oportunidades 

comerciales a través del tráfico transfronterizo también se presentan 

oportunidades de lucro a través de importaciones de Respel. Es el caso de 

baterías usadas. Uno de los argumentos que se esgrimen para buscar la 

importación de residuos para el reciclaje, es que este proceso es menos 

contaminante que la fabricación de nuevas baterías a partir de materias primas 

brutas (Entrevista a representante de Baterías MAC S.A. en Feria Ambiental 

FIMA 2010) 
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  Las decisiones también deben correlacionarse con las teorías 

que las soportan. Como se plantea textualmente en la política de Respel, los 

objetivos obedecen a los principios del manejo o gestión integrada de residuos: 

prevención, minimización, aprovechamiento, tratamiento y solamente la 

disposición final adecuada cuando no hay más alternativas (Figura 4). Estos 

principios se han difundido ampliamente en los programas y proyectos de 

PML. Como se expuso en el marco conceptual, esto principios provienen de 

las corrientes de la ecología industrial, de las escuelas del desarrollo limpio y 

del ecodesarrollo. Sabatier y Mazmanian (1979 citados en Roth 2007b) indican 

que una política eficiente y eficaz debe construirse sobre una hipótesis solida 

que conduzca el cambio social y transformaciones en los actores. La política 

de Respel al dirigirse a los diferentes actores en la cadena productiva en 

términos de maximizar la producción reduciendo residuos, se inserta en la 

lógica de costos, al mismo tiempo que apela a la responsabilidad legal dotando 

a los reguladores de mecanismos de seguimiento y control, muy acorde a los 

criterios de las escuelas mencionadas anteriormente.    

 

Figura 4.  Pirámide de Gestión Integral de Respel. 

 
 

Fuente: MAVDT. 2005 

 

 Además de principios de la gestión integral, la política destaca los 

principios de ciclo de vida del producto, responsabilidad integral del generador, 

producción y consumo sostenible, precaución, internalización de costos 
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ambientales, participación pública, planificación, gradualidad y comunicación 

del riesgo. Estos principios no son novedosos en tanto hacen parte del 

discurso de la ecología industrial y su forma práctica comercial, la 

responsabilidad social empresarial. Lo que es novedoso es que la política 

integran estos principios dentro de la responsabilidad extendida del productor y 

en diferentes requerimientos tanto a los actores privados como a las 

autoridades. Estas líneas de acción corresponden a la esfera de la gestión 

ambiental y es un avance conceptual en el ordenamiento jurídico que se 

establecieran los planes de gestión ambiental como requisitos de ley. El 

Estado se compromete así no solo con hacer seguimiento y control a las 

actividades económicas, sino que les induce a conducir su operación de 

manera ambientalmente responsable. Las decisiones prioritarias se presentan 

allí donde se da la articulación entre las autoridades ambientales y el sector 

regulado (principales actores dentro de la política) para lograr reducciones 

significativas. Según Andrea López del MAVDT, las decisiones sobre regular 

ciertas actividades taxativamente, obedece a una dinámica de concertación y 

convocatoria para cambios en la industria, que al no ser receptiva a los 

lineamientos y solicitudes del Estado, resulta en resoluciones de planes 

obligatorios de devolución posconsumo de productos con características 

peligrosas (ver Anexo 2, Literal L).  

 

 La política de despliega en los niveles macro mediante la coordinación 

del Ministerio y demás autoridades nacionales. El Ministerio efectúa el 

direccionamiento del comportamiento de la sociedad que se plantea desde la 

política de Respel y continua en 2010 con la formulación de la Política 

Nacional de Producción y Consumo Sostenible. Este esquema se viene 

realizando a través de los planes posconsumo y el cumplimiento de las metas 

de los compromisos internacionales del país. Si bien la coordinación de la 

política es esencial, uno de los grandes componentes es la responsabilización 

tanto de las autoridades regionales y de las empresas mismas. Este nivel 

meso y micro, recibe un nuevo ordenamiento normativo que exige mayores 

niveles de planeación y de decisión. Los funcionarios y operadores del sector 
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público y privado también se influencian de las exigencias técnicas impuestas 

por la política. Y Finalmente, el ciudadano como unidad micro decisional 

también está siendo concientizado de las implicaciones de sus decisiones en 

la producción y en el consumo.   

 

  El diseño e implementación de la política pública ambiental en cabeza 

del MAVDT han cumplido con diferentes propósitos orientadores y 

reguladores.  Las principales ventanas de decisión que se establecieron en la 

política de Respel, son los planes de acción cuatrienales, que como se anunció 

anteriormente se mencionan en el actual PND 2010-2014. Los objetivos, metas 

e indicadores de estos planes determinan la solidez con la que se reportarán 

los avances de la política y el énfasis que tendrá cada componente de 

regulación. Es trascendente constatar que un instrumento que no es vinculante 

legalmente, ha sido desplegado con resultados palpables en términos de 

sensibilización y planeación ambiental. Algunos de los mecanismos propuestos 

en los objetivos tienen fuertes componentes técnicos y organizativos que 

compelen a los diferentes actores a asumir las directrices y la normativa. Otros 

objetivos son menos operativos y más programáticos pero requieren de 

importantes recursos humanos y de concertación para su logro.  

 

 La programación presupuestaria, función primordial en el análisis de la 

política pública (Ortegón, 2008), de un instrumento de lineamientos políticos 

impulsado desde la entidad rectora del sector ambiental, cuenta directamente 

con los recursos que esta institución asigne discrecionalmente en desde su 

cartera. Afortunadamente, esta planeación ha contado con diversos rubros, 

entre los cuales deben subrayarse las partidas obtenidas de la cooperación 

internacional. Las resoluciones ministeriales que obligan a regular diferentes 

programas significan asignaciones logísticas y de capital humano que son 

asumidas por esta institución. Los requerimientos legales imponen, directa o 

indirectamente, cargas presupuestales para  todos lo demás actores 

incluyendo especialmente las autoridades ambientales y las empresas 

reguladas. Estas cargas no son fácilmente recibidas los actores regulados, 
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públicos y privados (según los diferentes expertos y funcionarios consultados), 

y allí radica la preponderancia de la actividad estatal para direccionar y 

controlar la actividad productiva y de consumo.  

 

Se concluye que el PTD de la política de Respel es fundamentado por 

corrientes de gestión ambiental del riesgo en la actividad industrial y de 

regulación administrativa de los actores sociales ligados con los Respel. Estos 

principios se replican en distintos escalones de la escala jerárquica pública y 

en los demás actores regulados. Para detallar aún más cada componente 

decisional y sus repercusiones en las instancias para las cuales ha sido 

diseñado, se revisarán seguidamente los objetivos de la política planteados en 

el plan de acción 2006-2010.   

 

5.1.3 Objetivos de la política. El presente análisis sigue los preceptos de la 

planeación estratégica en la cual los objetivos se verifican a través de sus 

metas cumplidas. Ahora, se mostrará cómo cada objetivo de la política, 

expresado en planes, programas o proyectos, ha sido desarrollado; cómo ha 

afectado o empoderado a diferentes actores, y cómo promueve los objetivos 

de sostenibilidad, gobernanza y gobernabilidad. 

 

5.1.3.1 Prevenir y minimizar la generación de Respel. Las metas 

propuestas para el incremento de la participación de las ventanillas 

ambientales con la ayuda del CNPML sigue la estrategia de promoción de la 

PML tradicional de trabajo directo con las compañías generadoras, lo cual es 

efectivo pero limitado a los recursos administrativos locales.  Además, los 

casos representativos pueden ser proyectos ya en curso que no correspondan 

a nuevos emprendimientos. Por esta razón, las principales actividades que se 

revisarán en este aparte, corresponden a la formulación de planes de gestión 

integral regionales de las autoridades ambientales (AA) y planes 

empresariales. Estas son nuevas figuras en el entramado legal ya que están 

estipuladas por el Decreto 4741. 

 



 

73 

 

 En este objetivo se observa un principio de  regulación importante el 

cual dota a la administración de instrumentos necesarios para adelantar las 

tareas de vigilancia sobre la reducción de emisiones. El desempeño y sinergia 

entre las diferentes autoridades ambientales es la variable primordial en el 

avance de la política. Los planes de gestión regional han establecido 

prioridades, sin embargo, no hay una evaluación de estos planes ni de sus 

avances. A diciembre de 2010, no todas las autoridades ambientales habían 

formulado un plan de gestión integral de Respel. Después de consultar en 

2010  diferentes autoridades ambientales (Corporación Autónoma Regional de 

Cundinamarca - CAR, Corporación Autónoma Regional de Risaralda - 

CARDER, Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de 

Bucaramanga - CDMB, Corporación Autónoma Regional de Nariño - 

CORPONARIÑO, Corporación Autónoma Regional del Tolima - CORTOLIMA, 

Corporación Autónoma Regional del Atlántico - CRA, Corporación Autónoma 

Regional del Valle del Cauca - CVC, Corporación Autónoma Regional de los 

Valles del Sinú y del San Jorge - CVS, Corporación para el Desarrollo 

Sostenible del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina - 

CORALINA, Corporación para el Desarrollo Sostenible del Urabá - 

CORPOURABA, Departamento Administrativo de Gestión del Medio Ambiente 

de Cali - DAGMA y la Secretaria Distrital de Ambiente de Bogotá - SDA), 

solamente se obtuvieron 6 planes correspondientes a las jurisdicciones de la 

CAR, CARDER, CDMB, CVS, CORALINA y la SDA. La CAR y la Secretaría de 

Ambiente de Bogotá, informaron a finales de 2010 que su plan hasta ahora 

estaba en la fase de aprobación.   

 

 La importancia de estos planes de obligatorio cumplimiento radica en 

que, si bien es potestad de cada AA elaborar según criterio propio, el objetivo 

es priorizar acciones según la política de Respel. Este criterio es muy amplio y 

se presta para ambigüedad de interpretación y de estructuración de los planes. 

Aunque el MAVDT (2007a) publicó un compendio guía para la elaboración de 

los planes de las jurisdicciones de las AA y de las industrias, la elaboración de 

los planes consultados es muy heterogénea estableciendo diferentes 
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prioridades, esferas y temporalidades de acción. Esta diversidad presenta 

ejemplos como el de la Secretaría de Ambiente de Bogotá (2011) cuyo plan de 

gestión integral de Respel contiene diagnósticos amplios sobre la problemática 

locas e identifica desafíos en la implementación de los diferentes aspectos de 

la política de Respel.  

 

 Cada AA tiene autonomía en virtud del principio de descentralización y 

desconcentración, no obstante se requiere una visión integradora que pueda 

ofrecer un panorama de las acciones nacionales. La  EAE como herramienta 

metodológica de identificación de etapas estratégicas de los momentos de 

decisión, puede recomendar la ejecución de posteriores evaluaciones sobre 

aspectos específicos. La revisión de los diferentes planes de gestión es uno de 

los aspectos más indicativos de las acciones que se emprenderán frente a la 

política de Respel y una perspectiva global de su desarrollo constituye un 

insumo fundamental para continuar en el largo plazo con la implementación. 

 

5.1.3.2 Promover la gestión y manejo integral e incremento en oferta de 

servicios para el manejo seguro de Respel. La promoción del manejo 

integral de Respel es un adelanto institucional en tanto el Estado está 

realizando tareas no solo para vigilar y controlar la generación de Respel, sino 

que además está tomando una serie de medidas de planeación para mover a 

los demás actores en esta dirección. La promoción de la gestión adecuada de 

Respel se evidencia en múltiples eventos, programas y proyectos entorno a 

esta política. La meta de incremento de servicios de manejo seguro de Respel 

ha sido cumplida con el aumento de empresas prestadoras de estos servicios 

(MRE, 2009). Esta meta es muy relevante dado que uno de los principales 

cuellos de botella identificados por la política y por los mismos planes de 

gestión regional y empresarial, es la limitada oferta de servicios ambientales 

para gestión de Respel. La mayoría de las AA consultadas ha actualizado el 

listado de prestadores de servicios de gestión integral, y reconocen en sus 

planes de gestión que empresas de otros departamentos hacen ahora 

presencia en su jurisdicción con estos servicios (Plan de gestión de la 
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Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y del San Jorge - CVS 

remitido por correo electrónico, Septiembre de 2010). 

 

Otra actividad específica de este objetivo es la implementación de los 

planes de devolución de los productos con características peligrosas. Un 

muestra de los avances en estos programas se puede ver en el anexo 2 literal 

L. La implementación de estos programas se realiza directamente mediante la 

responsabilidad de los importadores o productores, el sector privado es 

responsable entonces de la implementación de estos esquemas bajo la 

supervisión de la autoridad ambiental. En dos consultas realizadas a 

productores agrícolas de diferentes regiones de Cundinamarca, no se reportó 

conocimiento de los planes de devolución de plaguicidas posconsumo. En este 

mismo sentido, se indagó en la ciudadanía bogotana sobre los mecanismos de 

devolución de medicamentos, programa que con los plaguicidas entró en vigor 

primero, con respuestas mostrando su desconocimiento la mayoría. Esta 

muestra puede ser indicativa que las prácticas de gestión ambiental integral 

requieren de mecanismos más activos y mejor diseñados para atender a toda 

la población. Es de anotar que en Colombia aún existe una fuerte influencia del 

contrabando de todo tipo de insumos, incluidos  plaguicidas y medicamentos 

agrícolas (Domínguez, 2010) lo cual dificulta y debilita la puesta en marcha de 

estos planes ambientales. 

 

 La temática de los residuos peligrosos ha cobrado importancia gracias a 

los requerimientos normativos de la política. Estos incentivos y exigencias 

legales constituyen mecanismos efectivos de regulación, siempre y cuando las 

autoridades hagan un seguimiento detallado de las metas y programas de 

gestión y reducción de Respel. La implementación por parte del sector privado 

implica problemas de voluntad, capacidad logística y financiera. En el caso de 

los procesos de consulta del Decreto sobre luminarias, las empresas privadas 

se mostraron reticentes a la implementación de los planes por sus altos costos. 

No obstante el cambio de la normativa del Ministerio de Minas y Energía que 

exige el remplazo de todos los focos incandescentes dará importantes réditos 
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a algunas de estas empresas. Se observa que el compromiso del sector 

privado siempre tiende a fundarse mediante los mínimos estándares mientras 

sea posible y no afecte su imagen.  

 

 Muchos de estos planes no han comenzado o hasta ahora comienzan a 

implementarse y no puede emitirse un concepto definitivo, pero sobre estos 

programas también debe realizarse un escrutinio detallado de sus alcances 

reales en términos de producción estimada de residuos y cantidad efectiva de 

residuos recolectados. Estos programas son interconexiones claves con la 

sociedad civil en la figura pública del consumidor, y por esta razón en medio de 

una economía de mercado su aplicación debe recibir el mayor apoyo posible.  

 

 En el plan de acción se estipula como actividad el ajuste de la 

normatividad para favorecer las condiciones de libre mercado para los 

procesos de tratamiento y disposición de los Respel. Aunque no se presentan 

indicadores, metas o responsables, la inclusión de dicha propuesta suscita al 

menos suspicacias sobre su interpretación.  

  

5.1.3.3 Implementar los compromisos internacionales relacionados con 

sustancias y residuos peligrosos. Como se indicó anteriormente, la agenda 

internacional de manejo de sustancias químicas es un motor destacado del 

accionar domestico ambiental. Los desarrollos que el Convenio de Viena y el 

Protocolo de Montreal han tenido en Colombia han sido notables. Esto puede 

deberse en parte a que las transformaciones tecnológicas eran 

monetariamente favorables a las exigencias ambientales. No obstante los 

nuevos imperativos de la agenda de SAO y COP relativos a los Convenios de 

Viena y Estocolmo, acarrean costos mayores. Por esta razón los avances en 

estos convenios son prioritarios en la agenda de control de Respel. 

 

Colombia ha mostrado claros resultados sobre las metas del Protocolo de 

Montreal, tanto en la prevención y en la gestión de residuos. 

Consecuentemente, este impulso da buenas perspectivas para la agenda a 
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largo plazo de las SAO. Dentro del Plan Nacional para la Aplicación del 

Convenio de Estocolmo, se han identificado inventarios y propuesto planes de 

acción sobre bifenilos policlorados (PCB), plaguicidas, dioxinas y furanos. 

Estos planes de acción, en especial el de PCB (MAVDT, 2009), contienen 

metas muy ambiciosas las cuales aún no tienen una evaluación de su avance. 

Sin embargo, la amplia temporalidad y la dimensión de sus propuestas son un 

complemento relevante a la  política de Respel que también es de largo plazo.  

 

 Sin duda alguna, el acatamiento de las directrices de los convenios 

internacionales sobre químicos y la participación de iniciativas como SAICM 

permiten explorar los nuevos campos de investigación ambiental que 

trascienden en las esferas internacionales.  

 

5.1.3.4 Sensibilización y Capacitación sobre la gestión integral de Respel. 

La política y normas relacionadas han estado acompañadas de reuniones, 

seminarios, congresos y jornadas de capacitación sobre Respel, organizadas 

por las autoridades ambientales, organizaciones privadas y la academia. El 

inventario de los eventos realizados no es del espectro de la presente 

investigación, sin embargo el autor ha asistido y ha sido invitado a diferentes 

tipos de eventos locales y a nivel nacional en los cuales el tema principal son 

los Respel. 

 

 Uno de los factores que se definieron como debilidades 

funcionales de la institucionalidad en el país con relación a los residuos 

peligrosos era la inestabilidad de los funcionarios (en términos de permanencia 

en cargos por ser contratistas) y falta de dominio en los diferentes temas 

técnicos que comprehende el universo de Respel. La apertura de espacios de 

formación y discusión en la temática de Respel han sido también  

instrumentales para que las organizaciones sociales, la academia, las 

empresas y el Estado intercambien perspectivas y sobretodo establezcan 

alianzas para cumplir las exigencias de la gestión integral.  
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Las industrias en general, aunque con mayor incidencia en pequeñas y 

micro empresas, han sufrido de desconocimiento de sus obligaciones 

ambientales en términos de Respel y la política ha servido para catalizar el 

proceso de sensibilización frente a esta problemática. Esto repercute en 

términos de acatamiento y responsabilidad. Los instrumentos son tanto 

obligatorios (planes de gestión, registro) como voluntarios y de 

acompañamiento. Evidentemente por ser una política que se despliega de 

manera descentralizada, el nivel de acompañamiento y apoyo, difiere en las 

jurisdicciones de las AA.  

 

5.1.3.5 Fortalecimiento de la capacidad y coordinación institucional. La 

capacidad institucional ha sido fortalecida con el registro de los generadores 

de Respel (Ver Anexo 3), acreditación de laboratorios, protocolos de 

caracterización y puesta en marcha de los planes de acción y de gestión. El 

ítem de fortalecimiento institucional es el nodo central para que el Estado 

pueda tomar decisiones y hacer seguimiento frente a esta una problemática.  

 

 Sin duda, la puesta en marcha del registro para generadores de Respel 

y la normalización de laboratorios y medidas de caracterización significan que 

el Estado cuenta con mayores herramientas técnicas para regular la 

generación de Respel. La capacidad de medir y hacer seguimiento a las 

actividades del sector privado, principal emisor de Respel, constituye el paso 

principal para que se puedan cumplir las metas de priorización y reducción 

estipuladas a largo plazo (reducción de 40% para 2018). El tema de la 

normalización de laboratorios no fue abordado a profundidad por este estudio 

por desbordar la capacidad analítica en materia técnica sobre estas 

caracterizaciones. Sin embargo, el seguimiento de la implementación del 

registro de Respel muestra algunas inconsistencias que evidencian la debilidad 

de la articulación institucional entre los niveles descentralizados y los 

coordinadores de la información en el nivel central.  
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Con la publicación de la Política de Consumo Sostenible, la 

institucionalidad ambiental parece unificar una línea de acción hacia el control 

de la agenda gris y la promoción de nuevas prácticas sociales de producción y 

consumo. La obligatoriedad de emisión de los planes regionales y 

empresariales de gestión de Respel muestra importantes desafíos de lograr 

capacidades de planificación y coordinación institucional a nivel regional.  

 

Existe una doble competencia en el tema de los Respel hospitalarios 

sobre los cuales tienen injerencia las secretarías de salud. Igualmente la 

regulación de residuos ordinarios y de Respel es competencia de autoridades 

distintas. Esta distancia, muestra que la necesidad de regulación de Respel 

era imperiosa frente a los vacios que se presentaban en estos 

entrecruzamientos de jurisdicciones y competencias. Si bien la normativa que 

se ha desprendido de la política de Respel ha servido para llenar algunos de 

estos vacios, la separación administrativa causa un debilitamiento de la 

impronta ambiental que debería ejercerse sobre toda la actividad estatal.  

 

5.1.3.6 Ajuste de la normatividad vigente. Tanto el MAVDT como otros 

actores del Sistema Nacional Ambiental – SINA- han establecido avances 

normativos para el mejor manejo de los Respel. La normatividad de Respel se 

ha armonizado con los residuos hospitalarios.  El Ministerio de Ambiente, 

Vivienda y Desarrollo Territorial ha cumplido con la emisión de normas 

conforme a las metas de la política. La articulación con de las autoridades con 

referencia a los Respel y los residuos hospitalarios ha sido delimitada entre las 

autoridades ambientales y de salud.   

 

 Anteriormente y en el Anexo 2 se relaciona la reglamentación que el 

Estado ha adoptado conexa a la política de Respel. Se  puede observar una 

transversalidad que incluye a los Respel dentro de los más recientes cánones 

de monitoreo y sanción sobre el ambiente. El Estado ha adoptado marcos 

legales generales que cobijan todo el universo de Respel y los diferentes 

generadores. Asimismo, se han expedido normas específicas sobre corrientes 
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prioritarias, desde la aprobación del Convenio de Estocolmo o los diferentes 

mecanismos posconsumo que se están implementando desde el MAVDT.  

 

5.1.3.7 Promoción y divulgación de los incentivos tributarios. Los 

incentivos en la legislación vigente están disponibles para la inversión en 

sistemas de control, monitoreo y mejoramiento ambiental. 

 

 Aunque los beneficios tributarios existentes son uno de los principales 

incentivos formales, junto con líneas de crédito específicas para reconversión 

tecnológica, la estructura productiva dificulta que la pequeña industria acceda 

a este tipo de mecanismos. En casos como el presentado por la Universidad 

Nacional de Colombia (2008), se observa que la asociatividad y la 

conformación de redes es vital reducir el potencial de vulnerabilidad de los 

actores.  

 

 La normativa tributaria sobre incentivos tributarios ambientales es 

anterior a la política de Respel y se remonta a los Decretos 3172 de 2003 para 

deducción de renta y 2532 de 2002 para IVA. Si se reconoce que la política de 

Respel ha creado nuevas dinámicas productivas y de gestión ambiental, es 

válido reconocer que se podrían pensar nuevos dispositivos impositivos o de 

exenciones específicas para avances en estos temas.  

 

5.1.3.8 Fomento a la investigación en gestión integral de Respel. El 

MAVDT ha realizado estudios, principalmente relacionados con los 

compromisos del Convenio de Estocolmo (2001). Estos estudios son muy 

significativos en cuanto han servido para trabajar estas corrientes de residuos 

prioritarios como plaguicidas, PCB, dioxinas y furanos. Las experiencias 

investigativas han avanzado en temas tan relevantes como la salud ambiental, 

como se puede ver en la aproximación epidemiológica en el marco del plan de 

implementación de COP (MAVDT, 2007b). Los planes de gestión integral de 

Respel han sido en experiencias investigativas locales muy detalladas que han 

contado con el apoyo de la academia en muchos casos. Un caso particular que 
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merece ser mencionado es el plan de gestión integral de Respel de Bogotá en 

el cual se establece como meta la configuración de un centro de investigación 

en Respel.  

 

 Aunque la investigación sobre el control de Respel ha sido un tema 

abordado principalmente por la ingeniería, faltan enfoques que integren otras 

ciencias en la prevención, tratamiento y eliminación de los Respel. Los planes 

regionales de gestión integral cumplen un papel de coordinación con la 

industria y los planes postconsumo son desafíos que requerirán metodologías 

innovadoras para lograr los avances esperados. Estos espacios servirán para 

que además de los instrumentos tecnológicos, se exploren nuevas 

herramientas sociales para  la reducción y manejo de Respel. Estas 

priorización de corrientes que deben gestionarse adecuadamente, abre 

oportunidades de mercado tecnológicas y logísticas para avances en el 

manejo de Respel.  

 

5.1.3.9 Fomento de comunicación del riesgo y participación pública. Los 

planes de gestión integral en las Autoridades Ambientales –AA- y al interior de 

las empresas sirven para divulgar el riesgo de una problemática todavía muy 

desconocida en la administración pública y en el sector industrial. La 

obligatoriedad de los planes de devolución de productos postconsumo exige la 

comunicación e interacción entre productores o importadores, con los 

consumidores y comerciantes.  

 

 La difusión sobre los riesgos, en el plano de planes de contingencia y 

seguridad industrial ha sido efectuada de manera general pero aún faltan 

programas de difusión entre los consumidores. Pese a los avances de los 

planes posconsumo (Ver Anexo 2 literal L), los esquemas de devolución por 

ser de la esfera privada se mantienen en un nivel restringido cuando los 

beneficios y de hecho las afectaciones son generales y no reciben la difusión 

necesaria en medios masivos o campañas publicitarias. Este tipo de iniciativas 

ayudaría a informar a los consumidores del riesgo implícito en sus diferentes 
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opciones de consumo y podría implícitamente ayudar a modificar las prácticas 

sociales de consumo. 

 

5.2 PARTICIPACIÓN  

 

 Como primer referencia de participación, debe tenerse en cuenta que la 

política de Respel contó con un proceso consultivo en la forma de talleres con 

las autoridades ambientales, el sector productivo y algunos representantes de 

la academia y de organizaciones de la sociedad civil. En general, la 

implementación de la política de Respel es relativamente restringida 

a los cuadros administrativos nacionales e internacionales, a los sectores 

privados relacionados con la generación y tratamiento de estos productos, y 

algunos sectores académicos. Ortegón (2008) hace referencia a estos actores, 

Estado, sector privado y sociedad civil representada por la academia como la 

alianza clave de la participación social en el contexto de la sociedad del 

conocimiento para lograr redes de aprendizaje vitales en la configuración de 

las sociedades democráticas.  

 

Pese a las limitaciones discursivas y procedimentales, la participación e 

información ciudadana sí constituye una de las formas de enfrentar las fuertes 

asimetrías de información y de exposición a riesgos en las comunidades. La 

ciudadanía es un actor clave ya que casi todos los productos que generan 

residuos peligrosos son adquiridos por la ciudadanía y/o aprobados por alguna 

autoridad.  Los Respel son producto de relaciones de producción y consumo 

que involucran actores de múltiples comunidades y por esta razón, una activa 

participación de la sociedad civil, empresas e instituciones públicas, favorece 

la integración de lo ambiental en su accionar diario. 

 

 La política de Respel logra una retroalimentación dentro de las 

instituciones estatales, el sector privado e indirectamente en la sociedad civil. 

La figura del consumidor es destacada en los planes postconsumo. Estos 

planes de devolución postconsumo requieren una interacción social dinámica y 
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serán desafíos de responsabilidad y aprendizaje social. Los planes de gestión 

regional e industrial constituyen espacios en los que las comunidades pueden 

participar más activamente en su seguimiento. Aquellos actores con mayores 

dificultades para implementar toda la normativa de gestión integral de Respel 

deben incidir en la planeación institucional de las autoridades ambientales para 

que estas incluyan diferencialmente el apoyo a estos sectores. 

   

 La estricta normativa ha incentivado al sector público y privado a la 

adopción de medidas y tecnologías para lograr una mejor gestión de los 

Respel. Esto a su vez promueve investigación por la academia, desarrollo e 

innovación en los gestores industriales internos y externos. Los planes, 

programas y proyectos de la política de Respel han abierto canales 

comunicativos que pueden aprovecharse para mejorar la interacción Estado-

industria-ciudadanía, creando así capacidades de decisión ambiental conjunta 

y consecuentemente de sostenibilidad y gobernabilidad. La organización 

ciudadana frente al tema de Respel es vital para acompañar los procesos de 

control y minimizar generación en sectores no regulados como los domiciliarios 

y pequeños productores.  Los incentivos hacia PML y consumo sostenible 

pueden dar paso a nuevos patrones de producción y de consumo. La sociedad 

en su conjunto puede aprovechar la crítica a los modelos industriales y 

establecer nuevas estrategias que beneficien a comunidades locales y 

vulnerables. Estos enfoques pueden hacer que el tema de los Respel sea de 

interés ciudadano y no solamente un factor reactivo de preocupación ante la 

contaminación y afectaciones ambientales.  

 

 La regulación sobre Respel crea nuevos escenarios industriales que 

concentran las demandas de tratamiento y disposición final de Respel. Los 

estudios sobre participación pública en temas de residuos peligrosos giran en 

su mayoría sobre problemas en la localización en plantas de tratamiento y 

sitios de disposición final (Lowry, 1998). Debe anotarse que la mayoría de 

estos estudios se ubican en países industrializados como Estados Unidos e 
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Inglaterra donde la normativa y estrategias para manejar los Respel es anterior 

a la iniciativa estudiada en la presente insvestigación.  

 

El carácter técnico de la problemática de Respel, generalmente 

desconocida, se ha hecho evidente a través de graves afectaciones públicas, 

lo cual ha creado una atmosfera de preocupación frente a su gestión. Estos 

casos se han presenciado en Colombia en los sitios contaminados con 

existencias de Plaguicidas, con desechos de minas y con la instalación o 

utilización de hornos como en Nobsa, Boyacá o en Fontibón en las afueras de 

Bogotá. La participación en estos casos está regida por los procesos de 

licenciamiento que incluyen un componente de concertación con la comunidad, 

aunque estas prácticas son también cuestionables en su capacidad de 

involucrar a los actores sociales.  

  

 La estructura de la política pública ambiental en Colombia adolece de 

muchas de las características esbozadas por Múnera (2000) que restringen la 

participación social y comunitaria. Si bien la participación en la política de 

Respel no es suficientemente abierta en cuanto al tipo de espacios en que la 

sociedad puede tener injerencia, teniendo en cuenta que la temática abordada 

históricamente ha sido de la esfera industrial, y que lo industrial en Colombia 

es un ámbito fuertemente segregativo, la naturaleza persistente de la 

contaminación inherente de los Respel, hace que se tomen progresivamente 

medidas que involucran a segmentos sociales. Con los requerimientos legales 

en términos de planes de gestión, registro de generadores y planes 

posconsumo, entre otras medidas, las autoridades locales tienen el desafío de 

ampliar los controles ambientales y requieren de la participación pública para 

alcanzar los resultados esperados. La ampliación y profundización de estos 

espacios deben constituirse como núcleos funcionales de participación y por 

supuesto de aprendizaje social, tema que se tratará a continuación.   

 

5.3 APRENDIZAJE SOCIAL 
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 La información e intercambio de ideas es un aspecto determinante en la 

configuración una sociedad que busque la sostenibilidad y el re-conocimiento 

ambiental (Leff, 2000).  La publicación e implementación de la política de 

Respel ha constituido un elemento de aprendizaje social importante por su 

despliegue en sectores industriales. Los actores inmersos en la problemática 

de Respel progresivamente deberán configurar nuevas estrategias para 

cumplir con las exigencias de la normativa. Los gestores ambientales y 

profesionales en el área ambiental tienen fuertes incentivos para apropiar 

métodos de control y manejo integral de Respel. Estos instrumentos 

tecnológicos y de coordinación institucional son esenciales para que las 

políticas públicas puedan constituirse como instrumentos de gobernanza 

ambiental.  

 

 El monitoreo y la retroalimentación de las autoridades ambientales 

acerca del funcionamiento de la política de Respel es fundamental para que la 

misma se desarrolle efectivamente en el corto y mediano plazo. La 

participación en procesos de planificación y de toma de decisiones 

ambientales en Colombia aún dista de ser lo suficientemente incluyente para 

asegurar que se logrará un fácil esquema de aprendizaje en la esfera política. 

Las exigencias y constricciones de la política de Respel incentivan a la 

organización de actores y sectores para cumplir con las exigencias de la 

normativa. Los nuevos instrumentos de regulación como el Registro de los 

generadores de Respel facilitan el accionar oficial para el control y toma de 

decisiones sobre los Respel. Este tipo de mecanismos institucionalizados 

permite la auditoria y vigilancia ciudadana sobre temas muy técnicos antes 

fuera de su alcance.  

 

 Las autoridades continuarán con el proceso de regulación y reducción 

según los objetivos establecidos a largo plazo. Estos desafíos están mediados 

por agendas internacionales con las cuales Colombia se ha comprometido y 

que cuentan con mecanismos de reporte los cuales pueden ser decisivos para 

el avance de las metas oficiales sobre Respel. Estos mecanismos de 
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monitoreo son un requisito para establecer cualquier tipo de aprendizaje a 

largo plazo por los diferentes actores.    

 

 La política de Respel, al requerir normas de control sectorial por parte 

de las diferentes AA, incentiva a estas a desarrollar estrategias de seguimiento 

y control que constituyen esquemas de aprendizaje organizacional y social. Un 

ejemplo local, producto de los procesos de aprendizaje social gracias a la 

normativa de la política de Respel, se observa en Bogotá donde la autoridad 

ambiental ha impulsado diferentes estrategias de sensibilización, 

acompañamiento, reconocimiento y control para que los diferentes tipos de 

industrias regulen su accionar ambiental de acuerdo a los estándares vigentes. 

Estas estrategias se soportan en la normativa de Respel que permite fortalecer 

los controles y brindar directrices ambientales concretas.  

 

 Los canales de comunicación para discutir la problemática de Respel 

aún se restringen en su mayoría a los espacios oficiales de difusión de la 

normativa. Sin embargo, progresivamente la industria, la academia y algunos 

grupos de la sociedad civil, promueven la revisión de este tema. Aunque las 

discusiones son de carácter técnico, las metas de reducción ejercen presión 

para que las medidas y temas que se plantean trasciendan a patrones 

organizacionales y sociales.  

 

 En la medida en que la regulación  se concentra en el sector industrial y 

que los planes de devolución postconsumo están en sus etapas iníciales, los 

medios masivos de comunicación no se han convertido en canales para 

discutir y generar procesos de aprendizaje sobre los Respel. Cuando todos los 

sectores regulados (luminarias, computadores, pilas, etc.) aumenten su nivel 

de control, el intercambio de información será un prerrequisito para alcanzar 

metas significativas de reducción.   

 

 Un aspecto que es necesario reiterar es la conexión entre regulación y 

aumento de la investigación y participación de la academia en las soluciones 
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ambientales. El alto nivel técnico y los elevados costos de los sistemas de 

gestión integral, obligan al sector privado a recurrir a nuevos emprendimientos 

e inversiones en ciencia y tecnología. Estas dinámicas, sumadas a los 

proyectos investigativos impulsados por el Estado, motivan a que el 

aprendizaje sobre la problemática de Respel sea trascendente en ámbitos 

diferentes a reguladores-regulados. La regulación de la política de Respel es 

flexible pero no laxa, condición necesaria para la efectividad de una norma que 

involucra la coyuntura público-privada de control ambiental (Uribe, 2003), lo 

cual es un incentivo de aprendizaje empresarial que genera competitividad  en 

la industria. Esto sirve para que la norma formal se convierta en regla funcional 

dentro del sistema productivo. Sin embargo, se constata que la eficacia de este 

paradigma es operativo solamente en la medida que el regulador cumpla su 

gestión de vigilancia.  

 

 Por las dinámicas del relacionamiento externo con la agenda multilateral 

del control de químicos y residuos peligrosos, así como por el avance en la 

normativa interna sobre estos temas, Colombia parece avanzar poco a poco 

hacia patrones de mayor cuidado ambiental en los que las decisiones políticas 

parecen tener retroalimentación y evolucionan, al menos formalmente. El 

aprendizaje social implica una amalgama de relaciones sociales que exceden 

los planteamientos formales, y exigen instituciones que logren trascender los 

patrones tradicionales de producción y consumo que han perpetuado la 

problemática de Respel, y que direccionen prospectivamente el Estado y la 

sociedad colombiana.  
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6. RESULTADOS 

  

 La presente investigación ha sido útil para identificar las potencialidades 

y las falencias de las instituciones colombianas frente a controles ambientales 

estrictos y en general sobre la adopción de patrones sostenibles en cuanto a la 

generación de Respel en Colombia. Pese a las carencias de la administración 

pública, el país cuenta recientemente con un corpus normativo robusto que 

puede ser efectivo en el control de Respel, dependiendo del grado de apoyo 

que reciba este tema en la agenda política. La política de Respel ha sido 

formulada a largo plazo con un plan de acción planteado al menos hasta 2018 

(otros planes de acción regionales tienen escalas de tiempo aún mayores), lo 

cual garantiza que sus metas se mantengan dentro de las acciones 

gubernamentales, como se constata en el último Plan Nacional de Desarrollo.  

 

La política de Respel asume desafíos de vieja data en la legislación 

nacional y busca cumplir con compromisos internacionales que son recientes 

en sus metodologías y metas. Estas razones justifican que se asuma la 

revisión continua de esta política, para la cual esta evaluación entrega unos 

resultados puntuales en términos de sus implicaciones ambientales y políticas. 

A continuación se presentaran los resultados que condensan el análisis y dan 

paso a las recomendaciones que se efectúan sobre el seguimiento de la 

política de Respel. Los diagnósticos presentados se dividen en político y 

ambiental.  Aunque, se asume que lo ambiental es indisociable de lo cultural y 

por ende lo político, para fines de identificar mejor los contextos de cada 

análisis se mostrarán primero las conclusiones directamente relacionadas con 

la esfera administrativa y luego las implicaciones que estas conllevan en las 

condiciones biofísicas del ambiente.   

 

6.1 DIAGNÓSTICO POLÍTICO  

 

 La política colombiana de residuos peligrosos analizada a través de la 

EAE ha permitido hacer una revisión de los aspectos formales del proceso de 
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toma de decisión en la administración pública, de los contenidos y el 

despliegue del control de la problemática de residuos peligrosos en Colombia. 

El análisis institucional muestra que en Colombia se han aplicado diferentes 

parámetros políticos para la toma de decisiones en esta materia. 

Principalmente existe un alineamiento a las tendencias mundiales de control 

ambiental acoplado con un incremento gradual de los controles sobre los 

Respel. Dado que las discusiones sobre Respel se enmarcan en general  en 

su control y no en la restricción de su generación, las discusiones se centran 

en como el Estado actuará como catalizador de la gestión integral de estos 

residuos. Las principales decisiones han estado en cabeza del ejecutivo quien 

se ha visto impulsado por dinámicas globales. La rama legislativa ha cumplido 

su función de control político a los conflictos más notorios de esta 

problemática, pero por tratarse de un tema de la esfera empresarial que no es 

del conocimiento general de la población, los temas giran en torno a aspectos 

de seguimiento y control. En este sentido la política ha cumplido una función 

trascendental en orientar la gestión, específicamente hacia la gestión integral, 

concepción técnica que se soporta en escuelas del desarrollo que abogan por 

la mejora en los procesos de producción y de consumo. 

 

El avance de los planes, programas y proyectos de la política de Respel 

ha sido consistente con las metas propuestas. La institucionalidad en Colombia 

muestra contradicciones importantes en cuanto a los retrocesos en temas 

importantes de la agenda de protección ambiental. Pese a esta situación, la 

expedición de la política de Respel es un elemento positivo (Rodríguez, 2011). 

El éxito de la política de Respel, al menos formal en ausencia de una 

evaluación exhaustiva de sus resultados, muestra que el Estado presta un alto 

grado de atención a temas de la agenda internacional, además relacionados 

con el ámbito industrial en el marco de internacionalización económica. 

 

 La política de Respel constituye un instrumento de planeamiento 

ambiental con diferentes herramientas que pueden y deben ser empleadas por 

las autoridades ambientales y que además ofrece reglas claras a los 
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principales actores (productores, gestores ambientales y a las mismas 

autoridades) sobre un teme complejo cuyo control anteriormente no contaba 

con disposiciones específicas necesarias por la naturaleza técnica de este 

universo de sustancias denominadas peligrosas. La política también imparte 

una alerta entre productores y sobre todo entre consumidores, acerca de los 

riesgos e impactos ambientales de los Respel. Sin duda, los Respel se han 

constituido en una institución ambiental formal que debe ser generalizada  e 

internalizada por la sociedad, pero que por lo pronto cuenta con reglas y 

mecanismos de monitoreo, seguimiento y control instaurados con este fin y 

con pautas claras de gestión ambiental emitidas desde el gobierno central.  

 

Los lineamientos políticos y jurídicos de la política de Respel permiten a  

las instituciones ambientales integrar nuevas herramientas de control y 

objetivar temas que antes eran difusos en la normatividad colombiana. La 

política es eficiente en la configuración de un marco normativo que atiende los 

diferentes escenarios de la problemática de Respel tanto en la regulación 

macro como en los ámbitos meso y micro. En términos de eficacia, aún se 

evidencian (de acuerdo a los reportes y entrevistas a autoridades) problemas 

en el acatamiento de la normativa. Además, la capacidad institucional todavía 

adolece de falencias en la comunicación entre los niveles centrales y 

regionales de la autoridad ambiental, así como de una integración nacional en 

las metodologías de análisis y trabajo dentro de la política de Respel. Esta 

complejidad jurisdiccional y decisional se ha visto reflejada en algunos de los 

principales desarrollos de la política como son los planes de gestión integral de 

Respel y el registro sobre generadores. El MAVDT ha coordinado una serie de 

iniciativas voluntarias que sin duda son importantes en los volúmenes de 

residuos recuperados. Los planes obligatorios hasta ahora se han limitado a 

siete corrientes, algunos de los cuales son muy recientes. Sin embargo, la 

efectividad de estos planes no depende únicamente de las medidas en la 

normativa, sino que deben responder a estrategias de concientización más 

amplias.   
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 Las medidas de control, aunque costosas, también han incentivado 

nuevas tecnologías y la inserción de nuevos actores económicos en el 

mercado, lo cual asegura la representatividad del control de Respel desde el 

sector privado. Al igual que la política marca nuevos cánones productivos y de 

consumo, se presentan nuevas contingencias en los temas de transporte y 

disposición final de Respel, sobre los cuales las autoridades deben prestar 

especial cuidado. La transición a nuevas condiciones en la industria y en el 

mercado también abre espacios para conductas ilícitas y disposición irregular 

de los Respel. Como se ha reiterado, la falta de capacidad de muchos actores 

es una contingencia crítica para el funcionamiento progresivo de la política de 

Respel. El Estado y la sociedad deben prestar ayuda a estos sectores, de lo 

contrario las medidas ambientales servirían para efectivamente excluir a 

segmentos poblacionales importantes en Colombia. Esta situación evidencia el 

fuerte sesgo tecnológico que tiene la reglamentación ambiental, que se 

corresponde con los principios económicos liberales de competencia. Si bien, 

no corresponde a este estudio hacer crítica de los resultados de la 

preponderancia de este modelo económico, sí se advierte que la configuración 

del Estado muestra, inclusive en pro de un mejor desempeño ambiental, 

tendencia a reforzar la dinámica mercantil. Por esta razón, y con el objeto de 

buscar una integración de la sostenibilidad y la gobernabilidad, los retos más 

importantes en la interacción con el sector privado son dos: el apoyo a 

sectores con recursos limitados para cumplir con la exigente normativa y la 

promoción de una nueva ética (Pearce y Turner, 1990) que trascienda los 

preceptos comerciales de consumo producción y consumo irrestricto.  

 

 La política de Respel ha desplegado toda una serie de medidas y 

controles que constituyen nuevas reglas de juegos institucionales en las que 

los diferentes actores tienen espacios de participación, aunque es evidente 

que la sociedad civil debe ser vinculada en diferentes esferas que hasta ahora 

son herméticas. Las acciones del Estado buscan dar sentido al accionar social 

en el contexto de concepciones ambientales de sostenibilidad, entendida esta 

dentro una lógica productivista y de crecimiento económico. Las señales 
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emitidas tienen impacto en la planificación de los actores (capacitación, redes 

de gestión, programación presupuestal, entre otros), lo que conlleva a cambios 

institucionales frente a la problemática ambiental de Respel.   

 

 La situación descrita en Colombia es paradigmática de las 

contradicciones existentes en las sociedades industriales contemporáneas en 

términos de disparidad de recursos y gobernabilidad ambiental, aunado a la 

vulnerabilidad de una sociedad caracterizada por fuerte inequidad e iniquidad. 

Dichas contradicciones se observan en el incremento de Respel a nivel 

mundial, lo cual es indicativo de los patrones de crecimiento económico 

industrializado y clara muestra del imperativo productivo y de consumo, 

propios de este modelo. Este estudio ha mostrado que las actividades de 

explotación de recursos naturales y la industria de manufactura son en 

Colombia los principales generadores de Respel. La política colombiana 

promueve el crecimiento de la producción interna de estos sectores 

fundamentándose en la búsqueda del crecimiento económico. En medio de las 

debilidades institucionales y el afán de incrementar la actividad productiva, se 

abren espacios para una pobre gestión ambiental producto del aumento de 

generadores y la falta de control. 

 

Es paradójico que cuando los controles ambientales llegan a los 

aspectos aparentemente más técnicos relacionados con su aparato productivo, 

se plantea la necesidad de trascender paradigmas culturales como se hace 

tácitamente en la política de Respel y se confirma en la Política Nacional de 

Producción y Consumo Sostenible (MAVDT, 2010). Las propuestas de cambio 

cultural esbozadas en la política de Respel se enmarcan en el mismo sistema 

productivo y de valores del mercado. Los objetivos de estas políticas son la 

emisión de cero residuos al ambiente. Sin embargo, este estudio ha mostrado 

las vulnerabilidades que existen en el contexto de mercado, y sobre todo de 

las fallas del mismo. Lo que no significa que estas nuevas luces normativas no 

den espacio para cambios fundamentales en la forma de prácticas sociales 

que reconozcan concepciones fuertes de sostenibilidad.  
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Un ejemplo de las opciones de cambio social puede observarse en el 

caso de plaguicidas, para los cuales existen alternativas culturales como la 

agricultura orgánica o la agroecología, opciones que requieren 

transformaciones profundas en los parámetros de vida de la sociedad y el 

individuo, que no solamente pueden circunscribirse a opciones tecnológicas de 

mercado. El Estado colombiano y a su turno la sociedad colombiana, están 

inmersos en la lógica de intercambio comercial progresivo que evita en lo 

posible imponer restricciones al flujo de mercancías y de hecho promueve el 

incremento de la producción y de las exportaciones,  metadiscurso legitimado 

en la noción del crecimiento económico, pero ineluctablemente sumergido en 

una contradicción ecológica profunda. Las dinámicas de acumulación se 

imponen con el propósito de apropiarse del capital natural (Jessop, 2003), 

apropiación que tiene sus germen en patrones disfuncionales del individuo y 

de la sociedad (Guattari, 1989., Carrizosa, 2003). 

 

La política de Respel puede avanzar hacia mayores incentivos, pero 

esto requiere decisiones en niveles muy altos de la jerarquía política. Por lo 

pronto es necesario continuar con los objetivos de la política de Respel según 

fueron planteados, si bien porque no se han alcanzado aún y sobre todo 

porque son fundamento para construir nuevos discursos institucionales en el 

tema de la sostenibilidad y el manejo de residuos de la sociedad.  

 

6.2 IMPACTOS AMBIENTALES 

 

 La revisión teórica y conceptual dilucidó los criterios con los cuales la 

política de Respel y la normativa colombiana cobijan los diferentes 

componentes del ambiente como son el aire, agua y suelo frente a la emisión 

de estos elementos nocivos. La política de Respel, mediante la definición de 

criterios específicos de clasificación, registro y gestión de residuos o desechos 

con características peligrosas, logra establecer claros criterios para avanzar en 

el control del gran universo de sustancias incluidas en las actividades 
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industriales y domésticas, que impactan las variables ambientales. Estos 

objetivos estaban planteados en investigaciones sobre contaminación 

ambiental en Colombia como el estudio del PIRS de 1998.  

 

 La contaminación del recurso hídrico es generada por los Respel tanto 

en vertimientos directos o por lixiviados de sitios de disposición final 

inadecuada. La normativa especial sobre Respel enfrenta estas situaciones en 

diferentes frentes de regulación industrial y en el control de sitios de 

disposición final  (ver detalle de la normativa en literales G y H del Anexo 2), 

exigiendo en ambos casos el cumplimiento estricto de manejo de sustancias y 

emisiones peligrosas. La disposición final en celdas y rellenos de seguridad 

constituirá un riesgo permanente de infiltraciones a acuíferos.  

 

 La calidad de aire frente a los Respel también es asumida por los 

controles ambientales a la industria dentro de la política de Respel, en especial 

lo que concierne a emisiones de dioxinas y furanos en hornos y procesos de 

incineración. Aún persiste el problema de emisiones causadas por prácticas 

agrícolas y forestales que no están reguladas (DNP, 2008).  

 

 La contaminación de suelos es un tema crítico por cuanto involucra 

sectores urbanos y rurales. Se reitera que la conexidad con las políticas de 

sitios de disposición final de residuos es uno de los aspectos que deben ser 

tenidos en cuenta, ya que el país tiene deficiencias en el manejo de residuos 

sólidos tanto en ciudades principales como en localidades más remotas. 

Ciertos casos de contaminación localizada se incluyen en los planes de 

remediación previstos bajo los compromisos del Convenio de Estocolmo. La 

mayoría de sustancias prioritarias identificadas son los inventarios de COP en 

el marco del Plan Nacional de Aplicación del Convenio de Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgánicos Persistentes- PNA (MAVDT, 2007c). Pero 

igualmente existen otros pasivos ambientales para lo cual el Estado debe aún 

formular una política específica para tratar este tema. El tema de pasivos 

ambientales es un vacío normativo y una deuda ambiental, en especial si se 
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considera que este tema ha sido una de las prioridades en políticas públicas 

que has servido de referencia para esta problemática.  

 

 La biodiversidad como componente integral de ambiente colombiano 

todavía no cuenta con estudios macro que indiquen el impacto regional o 

nacional de los residuos peligrosos, pero como se establece en la Política 

Nacional de Biodiversidad (Ministerio de Ambiente, 1995), la regulación de los 

vertimientos es el mecanismo prioritario a seguir con relación a estos vectores. 

Puede hacerse una relación directa en lo que concierne al tema de explotación 

de minas, carbón e hidrocarburos. Los impactos históricamente relacionados 

con estas actividades involucran Respel, lo cual se constata en los primeros 

ejercicio del registro de generadores Respel y en algunos de los planes 

regionales de gestión integral de Respel. Las características persistentes y 

bioacumulables de muchos Respel son de evidente impacto en la 

biodiversidad no solamente local sino planetaria. 

 

Los impactos ambientales de los Respel son producto de las relaciones 

de la cultura y la naturaleza de la sociedad colombiana. Algunas de las 

industrias que más impactos ambientales directos generan, están directamente 

ligados a la explotación de recursos naturales como la explotación de 

hidrocarburos,  carbón y minería. Igualmente, la industria de manufactura, 

química e infraestructura, que reporta los mayores niveles de generación, son 

intensivas en el uso de recursos naturales, y por lo tanto indirectamente 

también en con impactos ambientales notables.  

 

Los Respel son una muestra de que las afectaciones ambientales son 

de carácter local y global, político y económico y cultural, y que su 

configuración conceptual también es producto de estos ámbitos en los cuales 

aún existen ángulos de acción sobre los cuales se realizarán algunas  

recomendaciones en el siguiente capítulo.  
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7. RECOMENDACIONES 

 

 Luego de revisar los diferentes componentes analíticos de la EAE 

adoptados en este estudio, se establecen las siguientes variables 

institucionales para la continua mejora de la política de Respel en Colombia. 

Aunque se hacen recomendaciones sobre diferentes aspectos 

procedimentales y filosóficos, muchas están entrecruzadas y deben 

entenderse como desafío para construir un marco sistémico institucional 

sostenible:  

 

7.1  ARTICULACIÓN DE LA ACCIÓN ESTATAL 

 

  La adopción de estándares internacionales en las leyes internas como el 

Decreto 4741, la Ley 1252 y otras normas sobre Respel, demuestra un 

proceso de transferencia normativa. Sin embargo, la institucionalidad 

ambiental en Colombia es frágil por factores como el centralismo, falta de 

participación y transparencia, además de nuevos patrones de producción y 

consumo que ponen en riesgo la sostenibilidad ambiental (Rodríguez, 2008). 

Por esa razón es necesario el seguimiento a programas estratégicos como el 

registro de los generadores de Respel, los planes de gestión regionales, los 

planes postconsumo y los planes de gestión de COP.  Cada uno de estos 

programas debe ser objeto de una evaluación de seguimiento que indique si su 

desarrollo efectivamente cumple con las metas esperadas.  

 

Es necesario hacer un inventario de los planes de gestión integral de 

Respel de autoridades ambientales -AA- y valorar tanto las capacidades de 

control, como los mecanismos de implementación propuestos. La 

consolidación de propuestas y avances de las AA en términos de Respel es la 

línea base para determinar la capacidad de la administración pública de 

atender los requerimientos ambientales en materia de Respel. Se debe  

igualmente evaluar el proceso de registro de AA sobre generadores Respel ya 

que esta herramienta es el principal insumo de datos cuantitativos existentes. 
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La confiabilidad y aplicabilidad de este instrumento es fundamental para 

estructurar las acciones regionales y nacionales que se adelanten frente a los 

Respel.  

 

Para estos procesos analíticos y de concertación se pueden adelantar 

ejercicios analíticos a través de metodologías de EAE como las referenciadas 

en este trabajo con componentes más técnicos y específicos al despliegue 

territorial de la política de Respel. La importancia de este tipo de esquemas 

metodológicos es que incluye el componente de participación, requisito para 

sortear algunas de los vacios comunicativos entre autoridades y el resto de la 

sociedad. El énfasis en el aprendizaje social es una opción teleológica que 

sirve para integrar el discurso de la sostenibilidad y la gobernabilidad en un 

contexto geoestratégico amplio.  

 

La variable presupuestal es un factor decisivo en la asignación de recursos 

de todo tipo, y teniendo en cuenta que la política de Respel no es formalmente 

vinculante, aunque la reglamentación de ella derivada sí lo es, las estructuras 

gubernativas en la vigilancia de Respel, así como las instancias de planeación 

sobre la política de Respel deben ser fortalecidas 

 

7.2 APOYO A SECTORES VULNERABLES  

 

El Estado ha impuesto restricciones y controles para que la industria 

interiorice los costos sociales de la contaminación. El tipo de medida de 

comando y control puede conducir a la evasión y elusión de la normatividad 

ambiental para no incurrir en los costos de su correcta gestión (Sigman, 1999). 

La política no es diferencial frente al control de los sectores emisores de 

Respel. Aunque la implementación del registro de Respel todavía no se ha 

concluido, los primeros registros, al igual que diferentes estudios diagnósticos 

indican que la gran industria tiende a ser también preponderante en la 

generación de Respel. El Estado debe ser progresivo en el control de este tipo 
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de industria, con mayor capacidad para asumir estrategias de gestión 

ambiental.  

 

Los sectores con menos recursos financieros y técnicos tendrán 

dificultades para adaptarse a nuevos esquemas productivos, y competir local e 

internacionalmente. Dicha vulnerabilidad puede revertir en la terminación de 

sus actividades productivas o en la adopción de estrategias de disposición 

ilegal de residuos. Por esta razón, las autoridades deben continuar y escalar el 

apoyo a los actores que no cuentan con los recursos para implementar 

adecuadamente las diferentes exigencias legales.  

 

Los planes postconsumo, puesto que estos esquemas comerciales son una 

experiencia innovadora para la regulación de los Respel y en Colombia son 

muchos los actores que no cuentan con los recursos (presupuestales, redes de 

gestión, capital humano) en conjunto con el sector privado y los consumidores. 

La puesta en marcha de estos programas debe ser impulsada de manera 

decidida por el Estado y el sector privado (comercio y medios de 

comunicación) para fortalecer canales colaborativos entre los actores de la 

regulación ambiental.  

 

En este orden de ideas, deben ampliarse los incentivos económicos y 

tributarios para la gestión integral de Respel, ya que si bien existen exenciones 

de impuestos y líneas de crédito, el alto nivel de inversión y riesgo implícito en 

la gestión de Respel impone restricciones para que se apliquen e implementen 

nuevas tecnologías ambientales.   

 

El Estado en su ordenamiento territorial también exhibe vulnerabilidad, por 

lo que la gestión municipal y regional de residuos debe propender por la 

cooperación y asociatividad de los sectores vinculados a Respel. Lo anterior se 

sustenta en que el tratamiento y disposición de Respel son procesos técnicos 

complejos y costosos, y los prestadores de estos servicios están concentrados 

en algunas pocas zonas del país (Díaz y Rincón, 2010). Por lo tanto, un 
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servicio coordinado puede ampliar las opciones y reducir costos para los 

actores involucrados. La cooperación con las entidades territoriales es 

fundamental para lograr ejecución de los planes e incentivos económicos 

alcanzar los estándares de manejo adecuado en regiones y sectores  sin 

recursos o capacidad técnica suficiente.  

 

7.3 CUMPLIMIENTO DE LA AGENDA INTERNACIONAL DE RESPEL  

 

La interdependencia transnacional entre gobiernos, industrias y 

comunidades, seguirá siendo un factor determinante para alcanzar la 

sostenibilidad. La planeación e implementación de actividades relativas a 

sustancias como SAO y COP, han tenido desarrollos significativos en la 

agenda administrativa ambiental interna. Sin embargo, no se puede 

generalizar que se tendrá el mismo nivel de éxito con otras corrientes de 

Respel. La participación en estos espacios representa un compromiso con las 

metas de la política.  

 

La participación en estos escenarios de decisión ambiental a escala 

global es primordial en términos de intercambio de ideas científicas y políticas. 

Los compromisos adquiridos en estos escenarios, aunque no están exentos de 

intereses particulares, son producto de negociaciones donde se exponen 

visiones diversas y no son tan fácilmente cooptadas como en otros escenarios 

de índole más económico. Compromisos como la implementación del plan de 

acción del Convenio de Estocolmo han sido exitosos y se requiere mayor 

difusión de sus logros en tanto sirven de ejemplo de gestión para otro tipo de 

corrientes de Respel. En particular, estas actividades son las primeras 

experiencias de gestión de Respel en pasivos ambientales y los logros que se 

den en este campo servirán de pauta para otros casos en el territorio.  

 

El Reconocimiento de los avances de Colombia en esta área ambiental 

se confirma en ser la sede de la décima conferencia de las partes del 

Convenio de Basilea, en octubre de 2011. La propuesta temática del gobierno 
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colombiano para la X Conferencia de las Partes es la prevención, minimización 

y la recuperación de Respel. Es importante que se resalte la necesidad de 

aplicar estrategias más allá de los aspectos legales y técnicos del manejo de 

Respel, contemplando cambios culturales en el consumo y en la gestión de 

pública  de aquellas actividades generadoras. Debe enfatizarse que el 

crecimiento económico no debe traducirse en el ineludible aumento de la 

generación de Respel, en especial en países que no tienen las capacidades de 

gestión de las naciones industrializadas. Tienen que enfatizarse la 

profundización de los principios de sostenibilidad que se recomiendan en el 

siguiente numeral.  

 

7.4 PROFUNDIZACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE SOSTENIBILIDAD DE LA 

POLÍTICA DE RESPEL 

 

 La noción de sostenibilidad de la política de Respel, responde a criterios de no 

sustituibilidad de los recursos naturales al indicar que no es permitida la 

disposición irregular sustancias peligrosas en el entorno. No obstante, la 

limitación legal a regular el manejo y disposición, no la producción, permiten 

tácitamente la continua generación de Respel a través del principio del que 

contamina paga, en este caso por las tecnologías de gestión integral. Esta 

situación debe ser tomada en cuenta por los Estados en la medida que se 

refinen los mecanismos de identificación de generación, y se quieran enviar 

mensajes a los sectores productivos acerca de la necesidad de mejorar su 

desempeño ambiental ya que aún con las mejores tecnologías disponibles en 

el mercado, siempre existirán impactos ambientales por procesos en los cuales 

la industria no cuenta con formas de integrar los residuos en el ciclo 

productivo. La gestión integral es un primer paso hacia controles más estrictos 

que asuman que todo el tratamiento, recuperación y disposición final de 

Respel significan impactos ambientales, y que así como se expresa en la 

política de Respel, el énfasis debe hacerse en la prevención y minimización en 

especial en Sociedades con falencias de control ambiental y cuyo aparato 
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productivo todavía requiere fuertes recursos tecnológicos, intelectuales y 

logísticos para avanzar en su desempeño ambiental.  

 

 El principio de precaución debe ser un lineamiento progresivo en las 

decisiones políticas sobre Respel tanto en lo local como en lo internacional. La 

búsqueda de mayor productividad industrial y la adopción de ciertos patrones 

de consumo actuales, conducen a una mayor producción de Respel, con los 

peligros existentes en el almacenamiento, transporte y disposición final. La 

disponibilidad de celdas de seguridad en Colombia es limitada. La potencial 

proliferación de este tipo de emplazamientos presenta riesgos de 

contaminación en su operación y cierre. La oferta de servicios de incineración, 

transporte y otros servicios ambientales, aumenta el riesgo de emisiones 

peligrosas.  

 

 La política de Respel debe integrarse a los procesos de desarrollo del 

país de manera integral. La sostenibilidad está ligada al ordenamiento 

territorial y a la coordinación social de las actividades productivas. La 

consolidación de sociedades sostenibles reside en la configuración efectiva de 

las actividades productivas a través de ecosistemas industriales (Bermejo, 

2005) que reflejen una transición efectiva hacia los cierres de ciclos 

productivos. En el marco de la inexorable de la reducción del petróleo, 

energético y materia prima de muchos procesos industriales, generadores 

además de Respel; considerando los impactos ambientales locales y globales 

resultado de estas explotaciones e industrias, y reconociendo que la presión 

ejercida por una población mundial que espera aumentar su nivel de vida 

mediante el consumo de productos relacionados con estas industrias, se 

requiere prever el cambio tecnológico hacia un desarrollo que aproveche el 

conocimiento de la biblioteca viviente de la biodiversidad, de la cual tiene 

Colombia un potencial inmenso.  

 

7.5 VINCULACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL EN PROCESOS DE 

PLANIFICACIÓN AMBIENTAL 
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 El enfoque de la política de Respel es ante todo de regulación industrial, pero 

existen variados parámetros que promueven participación para los actores; el 

consumidor en el caso de los planes postconsumo, la academia y sectores 

investigativos en los planes de gestión integral, y la misma industria en el 

desarrollo de sus estrategias de gestión integral. El deseo de ampliar la 

participación de la sociedad civil es una constante en las diferentes políticas 

ambientales. Sin embargo, la implementación de modalidades de participación 

parece ser uno de los mayores obstáculos de la política moderna, no solo en el 

campo ambiental (Ortegón, 2008).  

 

La política de Respel ha abierto nuevos campos de interacción entre los 

sectores públicos y privados. Los fuertes requerimiento técnicos, financieros y 

logísticos para avanzar en la construcción de conocimiento sobre Respel, son 

incentivados a través de las exigencias normativas. Esto abre espacios 

laborales, empresariales, académicos y debe dar paso también a la integración 

social con las comunidades para hacer de esta problemática, muchas veces 

invisible, una variable que ayude a construir sostenibilidad ambiental y 

gobernabilidad. 

 

Una mejor gestión, incluyendo todas las opciones para manejar los 

Respel, significa la proliferación de escenarios donde la comunidad sea 

involucrada decididamente para lograr consensos y aprendizaje social, 

necesarios para la evolución de toda política pública en el largo plazo. Una 

oportunidad y desafío es acercar a las comunidades para lograr alianzas del 

tipo Estado – empresas – academia, que incluyan los sectores comerciales, 

consumidores, grupos de interés  y demás participes de la sociedad civil en 

donde los avances del conocimiento ambiental puedan ser construidos y 

compartidos en búsqueda de la gobernabilidad y sostenibilidad. 
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ANEXO 1. 

 

ANTECEDENTES DE INVESTIGACIONES SOBRE RESPEL 

 

A) Programa de Investigación sobre Residuos Sólidos – PIRS, 1989. El 

estudio arroja una cifra diaria de entre 165 t/día y 225 t/día de residuos 

industriales peligrosos en Bogotá. Los tres sectores más contaminantes son: 

curtiembres (44%), industrias metálicas (18%) e industrias químicas incluyendo 

la farmacéutica (14%). Se indica que el 41% de los residuos peligrosos era 

manejado por la Empresa Distrital de Servicios Públicos – EDIS, concluyendo 

que el destino de la mayoría de los demás residuos era la disposición sin 

control. 

 

Se hace la advertencia que el manejo de los residuos peligrosos es una 

actividad costosa para las pequeñas y medianas empresas. Se sugiere que el 

Estado debería asumir un papel activo en el apoyo a estas actividades de 

control ambiental. Se propone la creación de una bolsa de residuos y la 

estandarización de los protocolos de muestreo, acciones hoy implementadas.  

 

B) Departamento Nacional de Planeación, 1992. El informe llamado 

“Situación de la administración y control de los residuos sólidos y peligrosos” 

(Vargas, 1992) arroja cifras de emisión de residuos peligrosos de 63 t/día  para 

Colombia con Bogotá y Cundinamarca generando el 44%, Antioquia el 22%, 

Valle 16% y el resto de Colombia 17%. Los mayores generadores son las 

curtiembres, industria de química básica, industria farmacéutica e industria de 

pinturas.  

 

C) Departamento Administrativo del Medio Ambiente, 1999. El estudio 

define alternativas de tratamiento y disposición de los residuos peligrosos 

generados en Bogotá. Las estimaciones a continuación muestran que una 

proporción mayoritaria de los Respel es generada por el sector formal de la 
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industria y el comercio.  Se nota que los procesos de implementación de 

control de emisiones son una fuente importante de Respel. 

 

Tabla 1. Estimado de residuos peligrosos generados en Bogotá 

Fuente del residuo peligroso 

Cantidad Estimada t/año 

 Min                                     Max  

Residuos generados en el sector formal de la industria  11.500  32.000  

Residuos generados en el sector informal de la industria  5.900  10.600  

Industria metales  400  600  

Curtiembre (preparación de cuero)  5.500  10.000  

Residuo generado por la implementación de control de emisiones de 

última tecnología  
14.750  44.500  

Tratamiento de lodos inorgánicos  2.500  7.500  

Tratamiento de lodos orgánicos  10.000  30.000  

Control de emisiones atmosféricas  2.250  7.000  

Residuos generados en el sector de servicios (formal)  12.000  50.000  

Residuos de aceite  10.000  40000  

Residuos no aceitosos  2.000  10.000  

Residuos generados en el sector de servicios (informal)  1.700  8.000  

Residuos de aceite  1.000  5.000  

Residuos no aceitosos  700  3.000  

Residuos generados en los Hospitales  

Residuo infeccioso  2.500  5.000  

Otros residuos  

PCB  500  

 
Fuente: Unión temporal HIMTECH/ERM-Lahmeyer/Ambiental Consultores, 1999. 

 

D)  Corporación Autónoma Regional del Valle de Cauca, 2001. La CVC con 

apoyo del Ministerio del Medio Ambiente determinó una producción de Respel 

en el corredor industrial de Cali-Yumbo aproximada de 101.400 t/año, de los 

cuales el 69% corresponden al sector industrial, el 26,2% al sector automotriz 

(baterías usadas y aceites usados), el 2.3% a residuos hospitalarios y un 2.5% 

a envases de agroquímicos (MAVDT, 2005).  
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E)  Programa de Investigación sobre Residuos Sólidos – PIRS, 2002. En 

Bogotá, el estudio determinó una generación aproximada de 73.000 t/año de 

residuos peligrosos en el 2002 que incluyendo municipios aledaños como 

Soacha y Cota -Cajicá, puede ascender a 90.000 t/año.  
 

F)  MAVDT – CVC - CECODES – FUNDES, 2004. Con base en  inventarios de 

Cali-Yumbo y Bogotá-Soacha, se extrapolaron cálculos para  el resto del país.  

 

Tabla 2. Producción de Respel por CIIU, 2004. 

CIIU. Rev. 2.  Producción de RP en t / Año (2000)  

31.Alimentos  18.576,27  

32.Textiles  9.590,55  

33.Industrias de madera  1.951,70  

34. Imprenta  3.225,52  

35.Químicas  149.107,15  

36. Minerales no metálicos  43.807,01  

37.Industrias metálicas básicas  78.463,36  

38.Productos metálicos no básicos  63.795,13  

39. Otras industrias  20.508,36  

TOTAL GENERAL  389.025,05  

 
Fuente: MAVDT, 2005 

 

Tabla 3. Producción de Respel por Corredores Industriales 

 
  Fuente: MAVDT, 2005. 

Colombia Corredores  t / Año  %  

Barranquilla Soledad  17.612,51  5  

Bogotá-Soacha  58.168,09  15  

Bucaramanga-Girón  3.062,65  1  

Cali-yumbo  59.555,04  15  

Cartagena  25.944,99  7  

Manizales -Villa María  5.160,23  1  

Medellín -Valle de aburra  58.033,70  15  

Pereira-Santa Rosa de Cabal-Dos quebradas  4.384,82  1  

Resto del País  157.103,03  40  

Nacional  389.025,05  100  
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 Los principales ocho corredores industriales concentraron el 60% de la 

generación de Respel industrial del país. Los residuos inertes fueron 

111.749,15 t/año, ácidos 76.089,59, álcalis 74.101,48 y aceites 40.913,61. 

 

G) Unidad Administrativa de Servicios Públicos UAESP, 2000 y 2004. En 

el marco de la elaboración del Plan Maestro para el Manejo Integral de 

Residuos Sólidos para Bogotá, PMIRS, se estimó en 2000 una producción de 

58.400 t/año. En 2004, la empresa CYDEP calculó una cifra de 77.938 t/año, 

en un estudio para estructurar el sistema de gestión integral de manejo de 

Respel originados en sectores industriales y de servicios para Bogotá.  

 

H)  Dirección de Prevención y Atención de Emergencias – DPAE, 2007. El 

estudio para actualización del inventario de residuos peligrosos para los 

sectores industriales manufactureros contratado por la DPAE con el PIRS en 

2007 utilizó la metodología de balance de materia y clasificación por tipo según 

listados del Convenio de Basilea. El estudio estimó que en Bogotá se 

generaban desde 2000 a 2004, entre  50.000 y 70.000 t/año. La característica 

de peligrosidad que más se presenta en Respel generados por la industria en 

Bogotá es la tóxica, seguida de la inflamable (Suárez, 2010).  

 

 La Política Ambiental de Respel hace mención de estimados de 

contaminación por plaguicidas (plaguicidas obsoletos, envases, tierras), 

generación de aceites usados y residuos hospitalarios. Sobre esta última 

corriente de Respel, se señala un cálculo de 56.520 t/año con datos del 

Ministerio de Protección Social.  Asimismo, se hace alusión a la contaminación 

por  mercurio producida por las actividades mineras y se hace particular 

mención a los pasivos ambientales por las canteras y minas abandonadas.  

 

 Además de las investigaciones sobre la magnitud en la generación de 

Respel, es necesario relacionar las aproximaciones realizadas sobre los 

impactos que los Respel tienen en la población colombiana.  
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ANEXO 2 

 

EVOLUCIÓN LEGAL DE LOS RESPEL 

 

 La legislación acerca de los residuos peligrosos en Colombia es un 

indicador cronológico de la relevancia que este tema ha tenido. En Colombia 

se han seguido los lineamientos internacionales en materia ambiental y la 

normatividad coincide con los convenios multilaterales con que el Estado se ha 

comprometido. La normativa ha estado dispersa en diferentes autoridades y su 

evolución se comprende mediante una descripción detallada de la misma.  

 

A) Primeras nociones de peligrosidad en residuos. El Decreto 2811 de 

1974 o Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 

Medio Ambiente, es un amplio compendio normativo que se dictó dos años 

después de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente 

Humano realizada en Estocolmo en 1972. En el Artículo 32 de este Decreto se 

contemplan medidas ante químicos, sustancias tóxicas y peligrosas 

(incluyendo plaguicidas). Se enuncian en el Artículo 34, principios por la 

prevención, sustitución, minimización y gestión de los residuos.  

 

La Ley 9 de 1979 o Código Sanitario reguló aquellos residuos con 

características infectocontagiosas y tóxicas, las cuales estaban bajo la 

reglamentación del Ministerio de Salud. En 1986, se emitió la resolución 2309 

del Ministerio de Salud, en la que se caracterizan los residuos especiales cuya 

generación, transporte, tratamiento y disposición, estaba sujeta a la 

Autorización Sanitaria de las Secretarias de Salud, previo concepto del 

Ministerio de Salud. Se estipulaban planes de cumplimiento supervisados para 

las industrias que fuesen requeridas. Esta resolución caracterizaba los 

residuos especiales y listaba su composición química. La caracterización 

según su Artículo 2 era para aquellos residuos “patógenos, tóxicos, 

combustibles, inflamables, explosivos, radiactivos o volatilizables y los 

empaques y envases que los hayan contenido, como también los lodos, 



 

126 

 

cenizas y similares”. Esta normativa también daba lineamientos para 

almacenamiento, tratamiento y disposición sanitaria.  

 

B) Seguridad industrial. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 

mediante resolución 2400 de 1979, expide el Estatuto de Seguridad Industrial, 

tomando medidas para proteger a los trabajadores ante residuos tóxicos y 

sustancias peligrosas, y de protección contra los efectos nocivos a la población 

y el ambiente. En el Convenio 170 de la OIT aprobado por la Ley 55 de 1992, 

se enuncian los compromisos y responsabilidades de prevención y control de 

productos químicos peligrosos.  

 

C) Prohibición de ingreso de residuos peligrosos. El Convenio de Basilea, 

suscrito en 1989, y en vigor a partir de la Ley 253 de 1996, fue una clara 

declaración de la creciente problemática causada por los Respel.  La 

Constitución de 1991 hizo énfasis en el artículo 81, en la prohibición de la 

fabricación, importación, posesión y uso de armas químicas, biológicas y 

nucleares, así como en prohibir la introducción al territorio nacional de residuos 

nucleares y desechos tóxicos. La ley 99 de 1993, por medio de la cual se crea 

el Ministerio del Medio Ambiente, le otorga la potestad de emitir licencias 

ambientales para la producción e importación de aquellas sustancias, 

materiales o productos sujetos a controles por virtud de tratados, convenios y 

protocolos internacionales. La prohibición de introducir al territorio nacional 

residuos nucleares y desechos tóxicos, fue ratificada por este Ministerio en la 

Resolución 189 de 1994 que prohíbe el ingreso de residuos peligrosos al país.  

 

 La ley 430 reglamentó el Convenio de Basilea y menciona que se 

podían ingresar desechos peligrosos, siempre y cuando se cumpliera con lo 

dispuesto en el Convenio de Basilea. El Decreto 4741 de 2005 reafirma este 

criterio. En 2006, el MAVDT, mediante Resolución 809 derogó la Resolución 

189 de 1994 que prohibía la introducción de residuos peligrosos al país. La 

Resolución 1402 de 2006 mantiene la prohibición constitucional de introducir 

residuos tóxicos y nucleares pero daba la posibilidad de introducir al país 
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residuos peligrosos, siempre y cuando se cumpla con las disposiciones del 

Convenio de Basilea, la Ley 430 y el decreto 4741, y existiera en Colombia la 

tecnología para disponer adecuadamente de él. Este concepto se sustentó en 

la sentencia de la Corte Constitucional C-711 de 1998 que declara exequible la 

Ley 430.  

 

 La ley 1252 de 2008, por la cual se dictas normas prohibitivas en 

materia de Respel,  indica que queda prohibida la introducción, importación o 

tráfico de residuos o desechos peligrosos al territorio nacional.  

 

 La Ley 491 de 1999 impone sanciones para aquel que ilícitamente 

importe, introduzca, exporte, fabrique, adquiera, tenga en su poder, suministre, 

transporte o elimine sustancia, objeto, desecho o residuo peligroso. La Ley 

1333 de 2009 sobre el régimen de infractores ambientales clasifica las 

infracciones relacionadas con residuos peligrosos como causal agravante.  

 

D) Sustancias controladas por regímenes internacionales. Algunos Respel 

son sustancias específicas que han recibido atención por sus efectos nocivos 

en la salud y el ambiente. Tal es el caso de plaguicidas, contaminantes 

orgánicos persistentes y sustancias agotadoras de la capa de ozono.  

 

E) Plaguicidas. Estas sustancias se regulaban en el Decreto 2811 de 1974, la  

Ley 9 de 1979  y la resolución 2309 de 1986. El  Decreto 1843 de 1991 creó el 

Consejo Nacional de Plaguicidas como entidad coordinadora entre las 

diferentes autoridades encargadas de supervisar el tema de plaguicidas. La 

Resolución 3079 de 1995 ordenó al Instituto Colombiano Agropecuario ICA el 

control técnico de los insumos agrícolas en el territorio nacional mediante el 

registro de productores. La Resolución 458 de 2002 del Ministerio del Medio 

Ambiente establece los requisitos y límites máximos bajo los cuales se deben 

eliminar tierras y/o materiales similares contaminados con plaguicidas en 

hornos. El Decreto 1443 de 2004 del MAVDT emitió lineamientos sobre la 

prevención y manejo ambiental de plaguicidas y los residuos peligrosos 
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resultantes, resaltando la responsabilidad de los generadores, importadores y 

quienes gestionen plaguicidas y desechos o residuos peligrosos provenientes 

de los mismos. El Decreto 4741 de 2005 señala que uno de sus programas 

prioritarios es la formulación de un plan de gestión de devolución posconsumo 

para envases de plaguicidas. Este programa se reglamentó con la Resolución 

693 de 2007.   

 

El Convenio de Rotterdam sobre el procedimiento de consentimiento 

fundamentado previo en el comercio internacional de ciertos plaguicidas y 

productos químicos peligrosos, entró en vigor con la Ley 1159 de 2007. El 

Convenio de Estocolmo aprobado por la Ley 1196 del 2008, sobre COP, 

abarca también el control de ciertos plaguicidas. La Decisión 436 de 1998 de la 

Comunidad Andina de Naciones -CAN- formula directrices para el registro y 

control de plaguicidas químicos de uso agrícola. 

 

F) SAO y COP. El Convenio de Viena y su Protocolo de Montreal, ambos 

suscritos por Colombia, regulan las SAO. La Resolución 2120 de 2006 

conjunta del MAVDT y Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, establece 

medidas para prohibir y controlar las importaciones de SAO. La Resolución 

conjunta 1652 de 2007 prohíbe la fabricación e importación de equipos y 

productos que contengan o requieran para su producción u operación las 

sustancias agotadoras de la capa de ozono listadas en los Anexos A y B del 

Protocolo de Montreal.  

 

Frente a los COP, desde 2003 se realizan acciones, algunas con recursos de 

cooperación internacional, para avanzar en los inventarios y diseño de política 

pública frente a plaguicidas, PCB, dioxinas y furanos. La política de Respel 

prioriza la gestión de los COP dentro de su plan de acción y el Decreto 4741 

de 2005 establece prohibiciones expresas frente a la importación de COP y 

otras actividades que generen riesgo por el manejo de estas sustancias.  

 



 

129 

 

G) Disposición de residuos sólidos. La disposición de residuos sólidos fue 

regulada por el Decreto 2811 de 1974, por la Ley 9 de 1979 y por el Decreto 

2104 de 1983. Estas normas establecían la denominación de residuos sólidos 

especiales y la prestación del servicio especial para su recolección. La 

normatividad reciente acerca de la prestación de servicios públicos 

domiciliarios se encuentra en la Ley 142 de 1994, pero solamente hasta la ley 

430 de 1998, se establece la gestión integral de residuos peligrosos como 

principio en la legislación colombiana y establece principios de minimización de 

residuos y reducción de impacto. Los Decretos 1713 de 2002, 1140 de 2003, y 

838 de 2005 han reglamentado la prestación del servicio público de aseo y han 

determinado la Gestión Integral de Residuos Sólidos como componente 

fundamental en el régimen de salud pública y manejo ambiental de residuos. 

Los municipios deben formular los Planes de Gestión Integral de Residuos 

Sólidos - PGIRS y remitirlos a las autoridades ambientales correspondientes. 

La Resolución 1045 de 2003 adopta la metodología para elaborar PGIRS y 

prohíbe el ingreso de Respel a rellenos sanitarios que no cuenten con celdas 

de seguridad. El Decreto 838 de 2005 afirma esta prohibición.  

 

H) Vertimientos en cuerpos de agua. El control sobre el vertimiento de 

contaminantes peligrosos en el recurso hídrico ha sido una manera de regular 

la disposición de residuos peligrosos. El decreto 2811 de 1974 dispone 

medidas para la prevención de la contaminación por vertimientos en aguas 

superficiales y subterráneas. La Ley 9 de 1979 establece las medidas para el 

control de vertimientos. El decreto 1594 de 1984 determina los límites 

máximos para sustancias de interés sanitario y ambiental. El tratamiento de 

aguas residuales de los municipios lo cobija la ley 142 de 1994 y la Resolución 

1433 de 2004 del MAVDT obliga a los operadores de alcantarillado a la 

reducción de vertimientos. El Decreto 3930 de 2010 del MAVDT actualiza la 

normatividad sobre vertimientos  establece criterios estrictos sobre el 

vertimiento de residuos líquidos y otras actividades contaminantes en usos del 

recurso hídrico. Se destaca el Registro de Permisos de Vertimientos que se 

integra al Sistema de Información del Sistema Hídrico. La normatividad 
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específica sobre Respel hace que muchas de las sustancias que antes se 

clasificaban como sustancias de interés sanitario y ambiental, queden 

estrictamente prohibidas, simplificando los criterios de análisis y decisión para 

las autoridades y los generadores.   

 

 I) Residuos hospitalarios. Los residuos hospitalarios se rigen bajo el Decreto 

Reglamentario 2676 de 2000, modificado por los Decretos 1669 de 2002 y 

4126 de 2005. Allí se establece la gestión integral de residuos hospitalarios 

como principio. Se deja en cabeza del Ministerio de Salud (Decreto 1669 de 

2002) el establecimiento de un sistema de información epidemiológico de los 

factores de riesgo derivados del manejo y gestión integral de los residuos 

hospitalarios y similares. El Decreto 4741 de 2005, sobre la gestión integral de 

Respel, obliga a los generadores de residuos hospitalarios a acogerse a los 

controles ambientales de Respel.  

 

J) Licencias ambientales. El licenciamiento ambiental regula algunas 

actividades productivas cuya operación implica la gestión de Respel. El 

Decreto 1753 de 1994 requiere que se realicen estudios de impacto ambiental 

como requisito para la licencia ambiental en el sector de hidrocarburos, 

minería, industria manufacturera metálica, industria manufacturera química, 

producción e importación de pesticidas, y la operación de sistemas de residuos 

sólidos y peligrosos, entre otros. Los decretos 1728 de 2002 y 1180 de 2003, 

1220 de 2005, 500 de 2006, y 2820 de 2010 mantienen los requerimientos de 

licencia para las actividades relacionadas con la gestión de los Respel, tanto 

producción, transporte, almacenamiento, tratamiento, aprovechamiento, 

recuperación y/o disposición final. Permanecen los requerimientos para la 

industria química, la minería y sector hidrocarburos. Sin embargo, se eliminó la 

necesidad de obtener licencia ambiental a la industria manufacturera y 

exploración minera.  

 

El Decreto 2820 de 2010 incluye entre las actividades que requieren de 

licencia ambiental, los proyectos para la construcción y operación de 



 

131 

 

instalaciones de almacenamiento, tratamiento, aprovechamiento, recuperación 

y/o disposición final de residuos o desechos peligrosos y hospitalarios,653 y 

residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE) y de residuos de pilas. 

 

K) Gestión de Residuos peligrosos. La Ley 430 de 1998 establece pautas 

de manejo integral y hace explícita la responsabilidad extendida 

correspondiente al generador. El transporte de los Respel fue regulado por el 

Decreto 1609 de 2002 del Ministerio de Transporte. 

 

El Decreto Reglamentario 4741 de 2005, enuncia los principios de prevención 

y manejo de Respel. Se obliga al generador a caracterizar sus residuos, 

informar sobre estos a las autoridades ambientales y elaborar un plan de 

gestión integral de los residuos o desechos peligrosos, al igual que un plan de 

contingencia. Las autoridades ambientales deben formular e implementar en 

su jurisdicción un plan para promover la gestión integral de Respel. Se delega 

al IDEAM para regular los laboratorios que caracterizan los Respel. Se exige a 

los generadores diligenciar el registro de los generadores de desechos 

peligrosos, reglamentado mediante la Resolución 1362 de 2007.  

 

L) La Gestión de productos posconsumo. Tres tipos de residuos se 

priorizaron en el Decreto 4741: Plaguicidas en desuso, sus envases o 

empaques; fármacos o medicamentos vencidos y baterías usadas plomo-

ácido. Además de estas corrientes de  residuos, el MAVDT ha expedido las 

siguientes resoluciones para regular la gestión posconsumo de productos 

considerados como prioritarios:  

 

• Resolución 0693 Abril de 2007. Plaguicidas 

• Resolución 0371 Febrero de 2009. Fármacos o medicamentos vencidos 

• Resolución 0372 Febrero 2009. Baterías  

• Resolución 1297 Julio de 2010. Pilas 

• Resolución 1457 Julio de 2010. Llantas  
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• Resolución 1512 Agosto 2010.  Computadores 

• Resolución 1511 Agosto 2010.  Bombillas 

  
 Adicionalmente, el MAVDT en conjunto con otras autoridades y el sector 
privado, han impulsado programas voluntarios de devolución posconsumo 
como el Fondo de Aceites Usados, y programas piloto de devolución de 
neveras, celulares, accesorios de celulares y toners. Los resultados de algunos 
de estos programas se muestran a continuación. 
 

Tabla 4. Avances planes postconsumo. 
 

Residuo Resultados Programa 

Plaguicidas 

2.207 toneladas de 
envases de plaguicidas 
recogidas. 17.458 
personas capacitadas. 

Sistemas de devolución de residuos de 
plaguicidas establecidos por fabricantes e 
importadores asociados a la Corporación 
Campo Limpio y Asinfar Agro. 

Medicamentos 
Vencidos 

432 Kg de medicamentos 
vencidos en las ciudades 
de Bogotá y Medellín.  

Sistemas de devolución de medicamentos 
vencidos establecidos por fabricantes e 
importadores asociados a la ANDI, ASINFAR, 
AFIDRO y otras empresas no agremiadas. 

Aceites 
usados 

17.233.751 galones de 
aceite usado en las 
ciudades de Bogotá, Cali, 
Medellín, Barranquilla y 
Bucaramanga. 

Sistema de devolución voluntario de aceites 
usados establecido por fabricantes de 
lubricantes asociados a la ACP. 

Celulares y 
sus accesorios 

3.290.006 piezas 
distribuidas entre celulares, 
accesorios, baterías Li-on, 
boards y otras piezas. 

Convenio de concertación suscrito con 
operadores y fabricantes del subsector de 
telefonía móvil. 

Computadores 
y periféricos 

2.415 piezas de 
computadores, distribuidas 
entre monitores, teclados, 
CPU, ratones, impresoras 
y portátiles. 

Campaña piloto realizada en Bogotá durante 
dos fines de semana en 2008, con una 
totalidad de 626 donantes. Liderada por los 
Ministerios de Comunicaciones, Ambiente y 
Computadores para Educar. 

Tóner y 
Cartuchos 

177.701 residuos de 
cartuchos y tóner de 
impresora. 

Sistemas de devolución establecidos por los 
fabricantes Hewlett Packard y Lexmark. 

Equipos de 
refrigeración 

Sustitución de 1.900 
equipos de refrigeración 
doméstica. 

Proyecto piloto liderado por el Ministerio de 
Ambiente y fabricantes, de carácter 
multipropósito que además de reducir 
sustancias agotadoras de la capa de ozono, 
disminuye el consumo de energía y 
contribuye al aprovechamiento y valorización 
de materiales reciclables. 

Llantas, 
computadores, 
celulares y 
pilas en San 
Andrés Islas 

6.100 llantas usadas (39 
Tn), 3.407 computadores y 
periféricos en desuso (19 
Tn), 1.653 celulares y 
accesorios y 5.238 pilas en 
desuso. 

Campaña realizada en la Isla de San Andrés, 
liderada por el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial y Coralina. 

Residuos de 
Aparatos 

465 Toneladas de residuos 
de aparatos eléctricos y 

Campaña realizada durante el mes de 
octubre de 2009 por la empresa Lito S.A., con 
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Eléctricos y 
Electrónicos 

electrónicos en las 
ciudades de Bogotá, 
Medellín, Barranquilla y 
Cali. 

apoyo del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, autoridades y empresas 
del sector privado. 

 
Fuente: MAVDT, 2010. 

 

M) Políticas ambientales conexas. Además de la política de Respel, entre el 

entramado normativo que cobija los Respel, se destacan la  Política Nacional 

de Producción Más Limpia y la Política para la Gestión Integral de Residuos 

Sólidos, aprobadas por el Consejo Nacional Ambiental, en 1997 y 1998 

respectivamente. La Política Nacional de PML indica que la mayor generación 

de Respel se encuentra en los sectores de industria química, farmacéutica y 

de transformación, al igual que en el sector salud. Se hace una estimación de 

producción nacional de 549 t/día principalmente en los corredores industriales.  

 

La Política Nacional para la Gestión Integral de Residuos Sólidos reconoce 

una ausencia de conocimiento sobre el tema de residuos peligrosos y se 

plantean estrategias iníciales para documentar y entender la problemática en 

el país. Con base en esta política se realizaron inventarios preliminares sobre 

Respel y fue un impulso para este tema.  

 

La Política de Gestión Urbana Sostenible (2008) que aunque no trata 

directamente los Respel sí promueve acciones de mejor gestión de los 

residuos sólidos, vertimientos y emisiones. Dado que los Respel están 

directamente relacionados con cada uno de estos componentes, se puede 

afirmar que esta política tiene efectos positivos para disminuir la generación y 

mejorar el control de los Respel.  

 

En 2010 se expidió en Colombia la Política Nacional de Producción y Consumo 

Sostenible “Hacia una cultura de consumo sostenible y transformación 

productiva”. Aunque el documento no hace alusión particular a los Respel, sí 

establece como metas la reducción en la producción de residuos y también el 

desarrollo de instrumentos regulatorios para prohibir materiales tóxicos o 
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peligrosos. Se reitera el compromiso de los instrumentos internacionales como 

el Enfoque Estratégico para la Gestión de Productos Químicos a Nivel 

Internacional SAICM y el Convenio de Estocolmo.  
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ANEXO 3 

 

ANÁLISIS DEL REGISTRO DE LOS GENERADORES DE RESPEL 

 

 El Registro sobre generadores de Respel constituye el primer paso para 

lograr un inventario de producción y da indicadores concretos, periódicos y 

verificables. El registro conlleva una actividad de verificación por parte del 

generador y lo compromete con las autoridades. Facilita a las autoridades los 

procesos de planificación, control y seguimiento de esta problemática tanto 

local como regionalmente. La información sirve para cumplir con los 

compromisos de reporte adquiridos en acuerdos internacionales como Basilea 

(IDEAM, 2009).  

 

 Esta herramienta se encuentra hasta ahora en sus primeras etapas y 

falta la consolidación de datos, así como una evaluación de la confiabilidad de 

esta herramienta.  

 

RESULTADOS DEL REGISTRO  

 

 La inscripción y caracterización de Respel en el registro establece 

cantidades generadas, tratadas, almacenadas y dispuestas. Relaciona 

procesos productivos, insumos utilizados y residuos generados. El registro 

sirve así para la formulación y seguimiento de un plan de gestión integral de 

Respel. 

 

 El Registro tiene en cuenta las siguientes categorías: gran generador 

(mayor a 1000 kilogramos mensuales), generador mediano (mayor o igual a 

100 kilogramos  mensuales pero menor a 1000), y pequeño generador (mayor 

o igual a 10 kilogramos mensuales pero menor a 100 kilogramos). Según 

plazos establecidos, los grandes generadores debían inscribirse a más tardar 

en 2008, los medianos a mediados de 2009 y los pequeños a finales de 2009. 

Los datos registrados corresponden al año inmediatamente anterior.  
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 Para 2007, se reportan 120.979,6 toneladas de Respel generadas. Para 

2008, hasta octubre de 2009 (IDEAM, 2009) se reportaban 93.918,2 toneladas 

para grandes generadores y 4.488,6 toneladas para medianos. Se puede 

observar que comparativamente la proporción mayoritaria corresponde a 

grandes generadores. La gestión mayoritaria que se hace de los residuos tanto 

en grandes y medianos generadores es el tratamiento y el aprovechamiento, 

con menores proporciones de disposición final y almacenamiento.  

 

Tabla 5. Mayor cantidad de residuos en los grandes generadores 

Corrientes generadas % 2007 % 2008 

mezcla y emulsiones de agua e hidrocarburos o aceites y agua 42,3 34,9 

residuos hospitalarios o similares 8,6 10,7 

residuos resultantes de operación de eliminación de residuos 

industriales 

6,2 6,6 

desechos de decapaje de metales 5,2 6,6 

aceites usados 4,0 6,0 

 
Fuente: IDEAM, 2009.  

 

Tabla 6. Actividades de los grandes generadores que más aportaron Respel 

Clasificación Industrial Internacional Uniforme CIIU % 2007 % 2008 

extracción de petróleo crudo y de gas natural 45,4 33,8 

fabricación de productos metálicos para uso estructural, fabricación de 

autopartes y otros productos metálicos 

21,0 17,1 

servicios de salud en general 8,4 11,4 

extracción y aglomeración de hulla 4,2 12,5 

eliminación de desperdicios y aguas residuales, saneamiento y 

actividades similares 

1,5 2,7 

fabricación de acumuladores y pilas eléctricas 1,4 2,4 

 
Fuente: IDEAM, 2009 
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Tabla 7. Mayor cantidad de residuos en medianos generadores 

Corrientes generadas %2008 

residuos hospitalarios o similares 27,6 

aceites usados 18,8 

mezclas y emulsiones de agua e hidrocarburos o aceites y agua 10,7 

envases contaminados 6,6 

desechos de tintas, colorantes, pigmentos, pinturas, lacas o barnices 4,3 

desechos de zinc  3,3 

residuos resultantes de la operación de eliminación de residuos industriales  3,2 

desechos de productos farmacéuticos 3,1 

  
Fuente: IDEAM, 2009.  

 

Tabla 8. Mayor cantidad de residuos en los medianos generadores. 

Clasificación Industrial Internacional Uniforme CIIU % 2008 

servicios de salud en general 23,5 

comercio al por menor de combustible para automotores 4,6 

Producción especializada de banano  3,8 

fabricación de productos farmacéuticos 3,8 

captación y distribución de energía eléctrica 3,3 

fabricación de productos metálicos 3,3 

educación superior 2,5 

producción especializada de flor 2,2 

 
Fuente: IDEAM, 2009  

 

 Los mayores generadores corresponden a las industrias productoras de 

hidrocarburos al oriente del país, la industria generadora de  electricidad en el 

centro del país y la Guajira, y los corredores industriales en Cundinamarca, 

Valle del Cauca, Antioquia, Caldas, Atlántico, Boyacá y Bolívar. Las corrientes 

de residuos provenientes de las industrias manufactureras y los servicios de 

salud, se concentran en las principales ciudades. Mientras que la generación 

de Respel por producción agrícola se concentra en la industria bananera y 

floricultora de Antioquia y Cundinamarca.   



 

138 

 

 

 Las cifras obtenidas en el registro son inferiores a la mayoría de 

estudios realizados con anterioridad y a aquellos estimados en el ejercicio de 

los planes de gestión integral de diferentes jurisdicciones. Las actividades que 

más generan Respel sí corresponden a los registros obtenidos por el IDEAM. 

La diferencia en magnitudes puede radicar en que aún falten generadores por 

registrarse. El mismo proceso de registro puede conducir a los generadores a 

disminuir la cifra reportada por temor al control de las autoridades ambientales.  

 

En el reporte publicado en 2011 por el IDEAM, aparecen datos que no 

concuerdan con los reportes publicados anteriormente, en especial en el tema 

de hidrocarburos y en cantidades totales generadas. Según respuesta del 

IDEAM a esta consulta, la diferencia radica en que los primeros reportes 

mencionados (2007 y 2008 consultados en 2010) se basaron en la información 

directamente reportada por los generadores de Respel en el sistema 

informático al cual se ingresan los datos. Sin embargo, el MAVDT solicitó que 

los datos oficiales sean aquellos validados previamente por las autoridades 

ambientales, y los informes finales corresponden solo a la información remitida 

por las AA. El último reporte del IDEAM muestra una tendencia incremental de 

la producción de Respel que se sustenta en una mayor actividad económica o 

en un mayor número en generadores registrados.  Todavía existen muchos 

vacios por parte de autoridades ambientales sin registros reportados. Por la 

complejidad del registro, es muy temprano para emitir un diagnóstico, y se 

requiere la consolidación del instrumento. Se recomienda una evaluación 

detallada del funcionamiento institucional del registro que muestre las 

inconsistencias y obstáculos en el proceso de registro, tanto por parte de 

autoridades, como por parte de los generadores.   
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